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En ausencia del Presidente, el Sr. Korneliou (Chipre), Vi-
cepresidente, ocupa la Presidencia.

Se abre la sesión a las 10.10 horas.

Tema 76 del programa

Informe de la Corte Internacional de Justicia

Informe de la Corte Internacional de Justicia 
(A/73/4)

Informe del Secretario General (A/73/319)

El Presidente Interino (habla en inglés): A con-
tinuación, leeré una declaración en nombre de la Presi-
denta de la Asamblea General.

“En primer lugar, quisiera felicitar a la Cor-
te Internacional de Justicia por la elección de los 
nuevos magistrados, entre ellos el Presidente y Vi-
cepresidente de la Corte. Setenta y tres años des-
pués de su fundación, la Corte, sello distintivo de 
la Carta de las Naciones Unidas, sigue siendo tan 
pertinente como siempre.

Frente a los factores adversos que afronta el 
sistema multilateral y las instituciones mundiales, 
en particular los ataques directos contra su legiti-
midad, la Corte Internacional de Justicia constitu-
ye un testimonio de los principios de paz y justi-
cia en un mundo multilateral. El debate de hoy se 
basa en 50 años de intercambios entre la Corte y la 
Asamblea General, y ofrece a los Estados Miem-
bros la oportunidad de debatir la labor de la Cor-
te. Ese histórico intercambio es particularmente 

pertinente para el septuagésimo tercer período de 
sesiones de la Asamblea General, cuyo objetivo es 
que las Naciones Unidas sean pertinentes para to-
dos. La Corte es un bastión contra la arbitrariedad 
y proporciona un mecanismo para la solución pa-
cífica de las controversias, que garantiza la esta-
bilidad, tan necesaria para la cooperación interna-
cional. Para los pueblos del mundo, la Corte puede 
quedar muy lejos, pero su efecto es real.

Me siento alentada por la confianza que se 
deposita constantemente en la Corte Internacional 
de Justicia, que va en aumento. Su volumen de tra-
bajo no solo ha crecido durante los últimos 20 años, 
sino que esa tendencia ha continuado en el período 
que se examina, lo que demuestra claramente que 
sigue existiendo la necesidad y el deseo de contar 
con un mecanismo multilateral para hacer frente 
a los problemas jurídicos de interés internacional. 
La diversidad de las causas de las que se ocupa la 
Corte y el hecho de que estas procedan de cuatro 
continentes también son prueba de la universali-
dad de este organismo. De hecho, hasta la fecha, 
un total de 73 Estados Miembros han aceptado la 
jurisdicción obligatoria de la Corte.

Además, el papel de la Corte en la promoción 
del multilateralismo, sus fallos y sus opiniones 
consultivas influyen directamente en el desarrollo 
y el fortalecimiento del estado de derecho de países 
de todo el mundo. Como se señala en su informe:

“Toda la labor de la Corte está dirigida a pro-
mover y fortalecer el estado de derecho; mediante 
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sus fallos y opiniones consultivas, la Corte contri-
buye a desarrollar y precisar el derecho internacio-
nal”. (A/73/4, párr. 16)

Por último, en un momento en que las violaciones 
de los derechos humanos y los conflictos devastan 
la vida de millones de personas y en que hay ten-
siones en regiones de todo el mundo, la solución 
de las controversias entre los Estados sigue siendo 
una función fundamental de la Corte en el mante-
nimiento de la paz y la seguridad. Celebramos que 
la Corte siga dispuesta a intervenir cuando otros 
medios diplomáticos o políticos no prosperan. En 
el caso de los Estados Miembros, el respeto de las 
decisiones, los fallos, el asesoramiento y las órde-
nes de la Corte sigue siendo fundamental para la 
eficacia y la longevidad del sistema internacional 
de justicia. Por ello, la Asamblea General ha ex-
hortado a los Estados que aún no lo hayan hecho a 
que acepten la jurisdicción de la Corte de confor-
midad con su Estatuto.

Permítaseme concluir reiterando que, si queremos 
conservar el sistema multilateral internacional, el 
respeto del derecho internacional y la adhesión a él 
siguen siendo fundamentales. Doy las gracias a la 
Corte por haber compartido su informe y deseo a 
la Asamblea un debate provechoso.”

Tengo el honor de invitar ahora al Presidente de la 
Corte Internacional de Justicia, Magistrado Abdulqawi 
Ahmed Yusuf, a hacer uso de la palabra.

Magistrado Yusuf, Presidente de la Corte Interna-
cional de Justicia (habla en inglés): Es un honor para mí 
dirigirme a la Asamblea General por primera vez des-
de que fui elegido Presidente en febrero, con ocasión del 
examen del informe anual de la Corte Internacional de 
Justicia (A/73/4). La Corte valora mucho esta larga tra-
dición, que nos permite presentar un resumen sucinto de 
las actividades judiciales de la Corte de forma periódica.

Me complace tener la oportunidad de hacerlo en 
una sesión de la Asamblea presidida por la Sra. María 
Fernanda Espinosa Garcés, a quien felicito por haber 
sido elegida Presidenta de la Asamblea General en su 
septuagésimo tercer período de sesiones y le deseo el 
mayor de los éxitos en su cargo.

Entre el 1 de agosto de 2017 —fecha en que comien-
za el período que abarca el informe de la Corte— y hoy, 
la lista de casos de la Corte ha seguido estando llenísima, 
con 17 causas contenciosas y un procedimiento consulti-
vo pendientes, y una serie de causas sobre las que se ha 

ido pronunciando a lo largo de este año. En efecto, ha sido 
un período particularmente ajetreado y productivo.

Durante dicho período, la Corte ha celebrado au-
diencias sobre seis causas. En primer lugar, la Corte 
escuchó los alegatos orales de las partes sobre las ex-
cepciones preliminares presentadas por Francia en la 
causa relativa a las Inmunidades y actuaciones penales 
(Guinea Ecuatorial c. Francia). Posteriormente, celebró 
audiencias sobre el fondo de la cuestión en la causa re-
lativa a la Obligación de negociar el acceso al océano 
Pacífico (Bolivia c. Chile). En junio y agosto, la Corte 
escuchó los argumentos orales de las partes sobre dos 
solicitudes de medidas provisionales presentadas, a su 
vez, en la causa relativa a la Aplicación de la Conven-
ción Internacional sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación Racial (Qatar v. Emiratos 
Árabes Unidos) y en la causa relativa a las Presuntas 
violaciones del Tratado de Amistad, Relaciones Econó-
micas y Derechos Consulares de 1955 (República Islá-
mica del Irán c. Estados Unidos de América). En sep-
tiembre, la Corte escuchó las declaraciones orales de los 
participantes en las actuaciones relativas a la solicitud 
de una opinión consultiva presentada por la Asamblea 
General respecto de las Consecuencias jurídicas de la 
separación del archipiélago de Chagos de Mauricio en 
1965. Por último, hace unas semanas, celebró audien-
cias sobre las excepciones preliminares presentadas por 
los Estados Unidos de América en la causa relativa a 
Ciertos activos iraníes (República Islámica del Irán c. 
Estados Unidos de América).

Desde el 1 de agosto de 2017, la Corte también ha 
dictado cuatro fallos. El 2 de febrero, la Corte dictó dos 
fallos sobre el fondo de la cuestión, el primero sobre la 
cuestión de la indemnización adeudada en la causa rela-
tiva a Ciertas actividades llevadas a cabo por Nicaragua 
en la zona fronteriza (Costa Rica c. Nicaragua), y el se-
gundo en las causas conjuntas relativas a la Delimitación 
marítima en el mar Caribe y el océano Pacífico (Costa 
Rica c. Nicaragua) y a la Frontera terrestre en la parte 
septentrional de Isla Portillos (Costa Rica c. Nicaragua).

El 6 de junio de 2018, la Corte dictó su fallo sobre 
las excepciones preliminares en la causa relativa a las 
Inmunidades y actuaciones penales (Guinea Ecuatorial 
c. Francia), y el 1 de octubre de 2018, emitió su fallo en 
la causa relativa a la Obligación de negociar el acceso 
al océano Pacífico (Bolivia c. Chile).

Además, la Corte dictó 17 órdenes, entre ellas 
una sobre la admisibilidad de las contrademandas en 
la causa relativa a Presuntas violaciones de derechos 
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soberanos y espacios marítimos en el mar Caribe (Ni-
caragua c. Colombia) y dos órdenes en las que se esti-
pulaban medidas provisionales: en primer lugar, en la 
mencionada causa incoada por Qatar contra los Emi-
ratos Árabes Unidos; y en segundo lugar, en la causa 
incoada recientemente entre la República Islámica del 
Irán y los Estados Unidos de América sobre presuntas 
violaciones del Tratado Bilateral de Amistad, Relacio-
nes Económicas y Derechos Consulares, de 1955.

Como es habitual, haré un breve análisis del conte-
nido de estas decisiones.

Para comenzar, deseo recordar ciertos elementos 
de las sentencias dictadas en las causas que enfrentan a 
Costa Rica y Nicaragua. El 2 de febrero, la Corte dictó 
su fallo sobre la cuestión de la indemnización en la causa 
relativa a Determinadas actividades realizadas por Ni-
caragua en la zona fronteriza (Costa Rica c. Nicaragua). 
En particular, se instó a la Corte a determinar la cuantía 
de la indemnización que se concedería a Costa Rica por 
los daños materiales causados por las actividades ilegales 
de Nicaragua en el territorio costarricense, conforme a 
lo establecido en el fallo de la Corte de 16 de diciembre 
de 2015. En ese sentido, cabe recordar que Costa Rica 
había solicitado una indemnización por dos categorías de 
daños: en primer lugar, por los daños ambientales cuan-
tificables causados por la excavación por parte de Nica-
ragua de dos caños en su territorio en 2010 y 2013, y, en 
segundo lugar, por los costos y gastos incurridos como 
consecuencia de las actividades ilegales de Nicaragua.

Con respecto a los daños ambientales, la Corte indi-
có que la indemnización podría incluir la indemnización 
por el deterioro o la pérdida de bienes y servicios ambien-
tales y el pago para el restablecimiento del entorno daña-
do cuando la recuperación natural puede no ser suficiente 
para devolver al entorno al estado en que se encontraba 
antes de que ocurriese el cambio. La Corte declaró en 
particular que, al excavar los dos caños, Nicaragua había 
talado muchos árboles y despejado la vegetación y que 
esas actividades habían afectado considerablemente la 
capacidad de las dos zonas afectadas para prestar ciertos 
bienes y servicios ambientales, a saber, árboles, otras ma-
terias primas (fibra y energía), servicios de regulación de 
los gases y de la calidad del aire, así como la biodiversi-
dad. La Corte afirmó que era oportuno valorar los daños 
causados al medio ambiente desde la perspectiva del eco-
sistema en su conjunto, y concedió a Costa Rica la suma 
de 120.000 dólares en concepto de deterioro o pérdida de 
los bienes y servicios ambientales de la zona afectada en 
el período anterior a la recuperación. Además, la Corte 
consideró que el pago de una indemnización por algunas 

medidas relativas a la recuperación de los humedales 
estaba justificado, y concedió a Costa Rica la suma de 
2.708,39 dólares para tal fin.

A continuación, la Corte se ocupó de las reclama-
ciones de Costa Rica por los costos y gastos incurri-
dos como consecuencia de las actividades ilegales de 
Nicaragua en la parte septentrional de la Isla Portillos, 
y falló que algunos de esos costos y gastos tenían una 
relación causal lo suficientemente directa con el com-
portamiento ilícito de Nicaragua. En particular, la Corte 
consideró que una parte de los costos y gastos incurri-
dos por Costa Rica en la vigilancia de esa zona, y en 
las tareas para evitar un perjuicio irreparable al medio 
ambiente, incluidos los gastos relacionados con la cons-
trucción en 2015 de un dique en uno de los caños, era 
indemnizable. Por lo tanto, la Corte concedió a Costa 
Rica un total de 236.032,16 dólares en dicho concepto.

En cuanto a la reclamación de intereses de Costa 
Rica, la Corte dictaminó que Costa Rica no tenía dere-
cho a percibir intereses de demora sobre el importe de la 
indemnización por daños ambientales ya que la Corte ya 
había tenido plenamente en cuenta el deterioro o la pér-
dida de bienes y servicios ambientales en el período an-
terior a la recuperación. Sin embargo, se le concedieron 
intereses de demora sobre los costos y gastos indem-
nizables, por una suma de 20.150,04 dólares. La Corte 
decidió también que, en caso de demora en el pago, se 
añadirían los intereses posteriores a la sentencia a la 
suma principal; que se abonaría a una tasa anual del 6%.

El monto total de la indemnización concedida a Cos-
ta Rica fue, por lo tanto, de 378.890,59 dólares, a pagar 
por Nicaragua antes del 2 de abril de 2018. A raíz de ese 
fallo, Nicaragua, en una carta de fecha 22 de marzo de 
2018, informó a la Corte de que había transferido a Costa 
Rica el importe total de las indemnizaciones concedidas.

El 2 de febrero, la Corte emitió un segundo fallo 
sobre el fondo en las causas conjuntas relativas a la 
Delimitación marítima en el Mar Caribe y el Océano 
Pacífico (Costa Rica c. Nicaragua) y a la Frontera te-
rrestre en la parte norte de la Isla Portillos (Costa Rica 
c. Nicaragua). Recuerdo que el proceso de la causa re-
lativa a la Delimitación marítima en el mar Caribe y el 
océano Pacífico (Costa Rica c. Nicaragua) lo interpuso 
Costa Rica el 25 de febrero de 2014. El proceso de la 
causa relativa a La frontera terrestre en la parte sep-
tentrional de la Isla Portillos (Costa Rica c. Nicaragua) 
lo interpuso Costa Rica el 16 de enero de 2017. Los dos 
casos se unieron por una orden que dictó la Corte el 
2 de febrero de 2017.
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La Corte señaló en su fallo que en la causa relativa 
a La frontera terrestre en la parte septentrional de la 
Isla Portillos (Costa Rica c. Nicaragua) se planteaban 
cuestiones de soberanía territorial que convenía exami-
nar primero debido a sus posibles consecuencias para la 
delimitación marítima del mar Caribe. La Corte prime-
ro sostuvo que la cuestión de la soberanía sobre la costa 
de la parte septentrional de la Isla Portillos del mar Ca-
ribe no se había decidido en su fallo dictado el 16 de di-
ciembre de 2015. Seguidamente, recordó que, según su 
interpretación del Tratado de Límites entre Costa Rica 
y Nicaragua de 15 de abril de 1858, en el fallo de 2015:

“el territorio bajo la soberanía de Costa Rica se ex-
tiende hasta la ribera derecha del bajo río San Juan 
hasta su desembocadura en el mar Caribe”.

Tras señalar que el informe presentado por los ex-
pertos designados por la Corte le había disipado toda 
incertidumbre acerca de la geografía de la zona, la Cor-
te determinó que Costa Rica tenía soberanía sobre la 
totalidad de la Isla Portillos, con excepción de la laguna 
Los Portillos y el banco de arena que la separa del mar 
Caribe. Se falló que estos últimos elementos estaban 
bajo la soberanía de Nicaragua.

A continuación, la Corte sostuvo que, al establecer 
y mantener un campamento militar en la playa de la Isla 
Portillos, Nicaragua había violado la soberanía territo-
rial de Costa Rica, tal como se define en el fallo, y resol-
vió que el campamento debía ser retirado del territorio 
de Costa Rica. La Corte consideró que la declaración de 
una violación de la soberanía de Costa Rica y la orden 
dirigida a Nicaragua de retirar su campamento del terri-
torio de Costa Rica constituía una reparación adecuada.

La Corte pasó a examinar la causa relativa a la De-
limitación marítima en el mar Caribe y el océano Pa-
cífico (Costa Rica c. Nicaragua), comenzando con la 
delimitación en el mar Caribe. Con respecto al punto de 
partida para la delimitación, la Corte consideró que, de-
bido a la gran inestabilidad de la línea de la costa en la 
zona, era preferible seleccionar un punto fijo en el mar 
—dos millas náuticas desde la costa en la línea media— 
y conectarla con una línea móvil hasta el punto en tierra 
firme de la costa de Costa Rica que estuviese más cerca 
de la desembocadura del río San Juan.

La Corte delimitó las aguas territoriales, de con-
formidad con el artículo 15 de la Convención de las Na-
ciones Unidas sobre el Derecho del Mar y con su propia 
jurisprudencia, en dos etapas: en primer lugar, trazó una 
línea mediana provisional; en segundo lugar, examinó si 
existían circunstancias especiales que justificasen una 

modificación de dicha línea. En cuanto a las circuns-
tancias especiales, la Corte declaró en particular que la 
inestabilidad del banco de arena que separa la laguna 
El Portillo del mar Caribe y su situación como pequeño 
enclave dentro del territorio de Costa Rica también exi-
gían una solución especial. Tras observar que, de atri-
buirse las aguas territoriales al enclave, serían de poca 
utilidad para Nicaragua, mientras que interrumpirían la 
continuidad del mar territorial de Costa Rica, la Corte 
decidió que la delimitación del mar territorial entre las 
partes no tendría en cuenta ningún derecho que pudiera 
resultar del enclave.

A continuación, la Corte procedió a delimitar la 
zona económica exclusiva y la plataforma continental, 
utilizando su metodología establecida de tres fases. En 
primer lugar, trazó una línea equidistante provisional 
utilizando puntos de base situados en las costas natura-
les de las partes, incluidas algunas islas de Nicaragua en 
el mar Caribe, entre otros las Islas del Maíz. En segundo 
lugar, la Corte examinó si existían circunstancias im-
portantes que pudiesen justificar una modificación de la 
línea de equidistancia trazada provisionalmente. Deter-
minó en particular que, habida cuenta de su reducido ta-
maño y gran distancia de la costa continental, a las Islas 
del Maíz solo se les debía conceder la mitad del efecto. 
En tercer lugar, la Corte evaluó la equidad total del lími-
te resultante de las dos primeras fases comprobando si 
existía una clara desproporción entre la longitud de las 
costas correspondientes de las partes y las zonas marí-
timas que pertenecen a ellas. En las circunstancias del 
caso en cuestión, la Corte llegó a la conclusión de que 
no existía tanta desproporción.

La Corte examinó a continuación la delimitación 
del océano Pacífico. Puesto que Costa Rica y Nicaragua 
habían convenido que el punto de partida de la frontera 
marítima del océano Pacífico debía ser el punto medio 
de la línea de cierre de Bahía Salinas, la Corte fijó el 
punto inicial de la delimitación en ese lugar.

Al igual que hizo con en el mar Caribe, la Corte 
procedió a delimitar la frontera de las aguas territoriales 
en dos etapas. Tras haber observado que ambas partes 
eligieron los mismos puntos de base, la Corte decidió uti-
lizar esos puntos para trazar la línea mediana provisional. 
Consideró que no se habían acreditado circunstancias es-
peciales que justificasen una modificación de dicha línea.

A los efectos de la delimitación de la zona eco-
nómica exclusiva y la plataforma continental, la Corte 
volvió a seguir la metodología de tres fases adoptada 
en su jurisprudencia. En primer lugar, trazó una línea 
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equidistante provisional, utilizando los puntos de base 
elegidos por las partes. En segundo lugar, comprobó si 
existían circunstancias que justificasen una modifica-
ción de dicha línea y decidió dar la mitad del efecto a 
la península de Santa Elena de las costas de Costa Rica 
con el fin de evitar un importante efecto de corte en las 
previsiones costeras de Nicaragua. En tercer lugar, la 
Corte evaluó la equidad total del límite resultante de 
las dos primeras fases comprobando si existía una clara 
desproporción entre la longitud de las costas correspon-
dientes de las partes y las zonas marítimas que perte-
necen a ellas. Llegó a la conclusión de que la frontera 
marítima no generaba una gran desproporción y lograba 
una solución equitativa.

Tras dictarse la sentencia, Nicaragua informó a la 
Corte, mediante una carta de fecha 14 de febrero, que 
había retirado su campamento militar del territorio de 
Costa Rica, de conformidad con el punto 3 b) de la parte 
dispositiva del fallo.

(continúa en francés)

El tercer fallo de la Corte, cuyo contenido expli-
caré, se dictó el 6 de junio. Se refería a las excepciones 
preliminares presentadas por Francia en la causa rela-
tiva a las Inmunidades y actuaciones penales (Guinea 
Ecuatorial c. Francia). La causa fue presentada por 
Guinea Ecuatorial el 13 de junio de 2016 en relación con 
una controversia relativa a la inmunidad de jurisdicción 
penal del Vicepresidente de Guinea Ecuatorial, Sr. Teo-
doro Nguema Obiang Mangue, así como a la condición 
jurídica del edificio sito en el número 42 de la avenida 
Foch (París), donde, según Guinea Ecuatorial, se encon-
traba su Embajada en Francia. En su demanda, Guinea 
Ecuatorial pretendía basar la competencia de la Corte en 
el artículo 35 de la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional, o la 
Convención de Palermo, y en el artículo 1 del Protocolo 
Facultativo de la Convención de Viena sobre Relaciones 
Diplomáticas sobre la Jurisdicción Obligatoria para la 
Solución de Controversias.

El 31 de marzo de 2017, Francia presentó tres excep-
ciones preliminares. En cuanto a la primera excepción 
preliminar de Francia, relativa a la Convención contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, la Corte con-
cluyó en su sentencia que las normas del derecho inter-
nacional consuetudinario que gobiernan las inmunidades 
de los Estados y de sus agentes no estaban incluidas en el 
artículo 4 de la Convención. Sin embargo, el aspecto de 
la controversia referente a la inmunidad planteada a favor 
del Vicepresidente de Guinea Ecuatorial y la inmunidad 

planteada a favor del edificio sito en 42 Avenue Foch en 
París no apelaban a la interpretación o la aplicación de 
la Convención contra la Delincuencia Organizada Trans-
nacional. Por tanto, la Corte consideró que no tenía ju-
risdicción para pronunciarse sobre este aspecto de la 
controversia. Asimismo, destacó que Guinea Ecuatorial 
había basado en dicha Convención sus quejas relativas a 
la jurisdicción penal excesiva que reprochaba a Francia 
haberse atribuido a fin de identificar “delitos determinan-
tes” vinculados con el delito de blanqueo de dinero. La 
Corte estimó que las violaciones de las que estaba acusa-
da Guinea Ecuatorial no se podían contemplar a tenor de 
las disposiciones de los artículos 6 y 15 de la Convención 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional y que, 
en consecuencia, tampoco tenía competencia para dicta-
minar sobre este aspecto de la controversia. Por consi-
guiente, la Corte concluyó que no tenía jurisdicción sobre 
la base de la Convención y respaldó la primera excepción 
preliminar de Francia.

A continuación, la Corte se ocupó de la segun-
da excepción preliminar de Francia, que se refería a la 
jurisdicción en virtud del Protocolo Facultativo de la 
Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas 
sobre la Jurisdicción Obligatoria para la Solución de 
Controversias. Guinea Ecuatorial se basó en la Con-
vención de Viena para denunciar el incumplimiento por 
parte de Francia de la inviolabilidad del edificio sito en 
42 Avenue Foch en París, donde aseguraba que estaba 
su misión diplomática. La Corte señaló que las partes 
discrepaban sobre si el edificio en cuestión formaba 
parte de las dependencias de la Misión de Guinea Ecua-
torial en Francia y si, por tanto, podía beneficiarse del 
tratamiento concedido a ese tipo de dependencias con 
arreglo al artículo 22 de la Convención de Viena. La 
Corte llegó a la conclusión de que este aspecto de la 
controversia pertenecía al ámbito de la Convención y 
que, consecuentemente, tenía jurisdicción sobre la con-
troversia acerca del estatus del edificio en cuestión, in-
cluida cualquier instancia relacionada con el mobiliario 
y otras propiedades presentes en las dependencias sitas 
en 42 Avenue Foch en París. En consecuencia, la Cor-
te rechazó la segunda excepción preliminar de Francia.

Por último, la Corte examinó la tercera excepción 
preliminar de Francia, según la cual el comportamien-
to de Guinea Ecuatorial constituía un abuso de derechos 
y la remisión de la cuestión a la Corte representaba un 
abuso de procedimiento. Desde el punto de vista de la 
Corte, esta excepción preliminar tenía que ver con la ad-
misibilidad de la instancia. La Corte señaló que un abu-
so de procedimiento se refería al procedimiento iniciado 
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ante una corte o tribunal, y que podía examinarse en la 
fase preliminar de dicho procedimiento. No obstante, la 
Corte añadió que solo unas circunstancias excepcionales 
podían justificar que rechazara como abuso de procedi-
miento una demanda basada en una jurisdicción vigente. 
La Corte estimó que no se daban dichas circunstancias 
en este caso. En lo que se refiere al abuso de derechos, la 
Corte declaró que no podía ser invocada como causa de 
improcedencia, puesto que el establecimiento del dere-
cho en cuestión se enmarcaba en el fondo del asunto. En 
consecuencia, la Corte consideró que cualquier argumen-
to relacionado con un abuso de derechos sería examinado 
en la fase correspondiente al fondo de la cuestión. Por 
tanto, la Corte no consideró que la demanda de Guinea 
Ecuatorial fuera improcedente por motivos de abuso de 
procedimiento o abuso de derechos y rechazó la tercera 
excepción preliminar planteada por Francia.

Dado que en su fallo la Corte se declaró compe-
tente sobre la base del Protocolo Facultativo de la Con-
vención de Viena, se reanudó el procedimiento sobre 
el fondo de la causa. A través de una orden emitida el 
mismo día de su fallo, a saber, el 6 de junio, la Corte fijó 
el 6 de diciembre como fecha límite para que Francia 
presentara su contramemoria.

A continuación, me centraré en el cuarto fallo que 
dictó la Corte durante el período que examinamos. En el 
fallo del 1 de octubre, la Corte decidió sobre el fondo de 
la causa relativa a la Obligación de negociar el acceso al 
Océano Pacífico (Bolivia c. Chile). Permítaseme recordar 
que esta instancia la había presentado el 24 abril de 2013 
el Estado Plurinacional de Bolivia contra la República de 
Chile con relación a una controversia sobre la “obligación 
de Chile de negociar con Bolivia de buena fe y de forma 
efectiva a fin de llegar a un acuerdo que otorgue a Bolivia 
un acceso pleno y soberano al océano Pacífico”.

Después de haber presentado el contexto históri-
co de la controversia, la Corte procedió en su fallo al 
examen sistemático de los ocho fundamentos jurídicos 
invocados por Bolivia a favor de su demanda. En primer 
lugar, la Corte examinó el argumento de Bolivia basado 
en instrumentos bilaterales y concluyó que ninguno de 
dichos instrumentos obligaba a Chile a negociar el acce-
so soberano de Bolivia al Océano Pacífico. Asimismo, 
la Corte tampoco juzgó convincente el argumento según 
el cual las declaraciones y otras medidas unilaterales de 
Chile habían establecido una obligación de negociar el 
acceso soberano de Bolivia al mar. Señaló que dichas 
declaraciones y medidas unilaterales no indicaban que 
el demandado hubiera asumido una obligación jurídica, 
sino que este estaba dispuesto a entablar negociaciones.

En cuanto al examen del argumento de Bolivia 
sobre la base de la aquiescencia, la Corte estimó que 
Bolivia no había identificado ninguna declaración que 
hubiera requerido una respuesta o reacción por parte de 
Chile para impedir que se hiciera efectiva una obliga-
ción. Por tanto, la Corte concluyó a este respecto que 
la aquiescencia no se podía considerar una base jurídi-
ca para la obligación de negociar un acceso soberano 
de Bolivia al mar. A continuación, la Corte abordó el 
argumento de Bolivia basado en la doctrina de los pro-
pios actos y concluyó que, si bien Chile había declarado 
en repetidas ocasiones que estaba dispuesto a negociar 
el acceso soberano de Bolivia al mar, estos posicio-
namientos no establecían una obligación de negociar, 
puesto que no se había demostrado que Bolivia hubiera 
cambiado su postura en detrimento o a favor de Chile 
basándose en dichos posicionamientos.

Con relación al argumento según el cual el hecho 
de que el demandado hubiera incumplido su obligación 
de negociar y se hubiera negado a entablar nuevas nego-
ciaciones con Bolivia no había estado a la altura de las 
expectativas legítimas de esta última, la Corte llegó a la 
conclusión de que, si bien se había hecho referencia a las 
expectativas legítimas en ciertos fallos arbitrales relati-
vos a controversias en materia de inversión, no se podía 
inferir que existiera un derecho internacional general 
basado en principio en unas expectativas legítimas que 
pudieran dar lugar a una obligación.

Asimismo, la Corte concluyó que no podía aceptar 
el argumento de que una obligación de negociar el acceso 
soberano de Bolivia al mar pudiera fundamentarse en el 
Artículo 2, párrafo 3, de la Carta de las Naciones Uni-
das, o en el artículo 3 de la Carta de la Organización de 
los Estados Americanos, dado que dichas disposiciones 
prescribían únicamente que los Estados deben solucionar 
sus controversias a través de medios o procedimientos 
pacíficos, sin imponer a este efecto métodos de arreglo 
específicos, como la negociación. La Corte también exa-
minó el argumento de Bolivia según el cual algunas re-
soluciones de la Asamblea General de la Organización de 
los Estados Americanos confirmaban el compromiso de 
Chile de negociar el acceso soberano de Bolivia al mar. 
La Corte no pudo aceptar este argumento, dado que nin-
guna de esas resoluciones indicaba que Chile tuviera la 
obligación de negociar y las dos partes habían reconocido 
que las resoluciones no eran vinculantes en sí.

Por último, la Corte dictaminó que, habiendo con-
cluido que ninguna base jurídica invocada de manera 
individual había establecido la existencia de una obli-
gación, el hecho de examinarlas de forma acumulativa 
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no podía modificar esos resultados. Así, la Corte llegó 
a la conclusión de que Chile no había contraído obli-
gación jurídica ninguna de negociar el acceso sobera-
no de Bolivia al Océano Pacífico. Sin embargo, añadió 
—y quisiera subrayarlo— que su conclusión no debía 
entenderse como un impedimento para que las partes 
prosiguieran su diálogo y sus intercambios, con un espí-
ritu de buena vecindad, a fin de abordar las cuestiones 
relativas al hecho de que Bolivia no tenga litoral, cuya 
solución ambas partes consideraban relevante para su 
interés mutuo.

A continuación, informaré acerca de tres órdenes 
no procesales dictadas por la Corte durante el período 
sobre el que se informa. En primer lugar, quisiera men-
cionar la providencia de la Corte de 15 de noviembre de 
2017 sobre las reconvenciones presentadas en la causa 
relativa a las Presuntas violaciones de derechos sobe-
ranos y espacios marítimos en el mar Caribe (Nicara-
gua c. Colombia). Permítaseme recordar que el 26 de 
noviembre de 2013 la República de Nicaragua presentó 
una instancia contra la República de Colombia, alegan-
do violaciones específicas de los derechos soberanos y 
las zonas marítimas de Nicaragua que le había recono-
cido la Corte a través de su fallo de 19 de noviembre 
de 2012. El 19 de diciembre de 2014, Colombia presen-
tó excepciones preliminares ante la jurisdicción de la 
Corte. A través de un fallo de 17 de marzo de 2016, la 
Corte estimó que tenía jurisdicción, sobre la base del 
artículo XXXI del Pacto de Bogotá, para conocer sobre 
la controversia entre Nicaragua y Colombia relativa a 
las presuntas violaciones por parte de Colombia de los 
derechos de Nicaragua en las zonas marítimas que, se-
gún este último país, la Corte le había reconocido en su 
fallo de 19 de noviembre de 2012.

En su contramemoria depositada el 17 de noviem-
bre de 2016, Colombia presentó cuatro reconvenciones. 
La primera y la segunda se basaban en la presunta vio-
lación por parte de Nicaragua de la obligación de ejer-
cer la diligencia debida a fin de proteger y preservar el 
medio marino del sudoeste del mar Caribe y el derecho 
de los habitantes del archipiélago de San Andrés de be-
neficiarse de un entorno saludable, viable y sostenible; 
la tercera se refería a la presunta violación de Nicaragua 
del derecho de los pescadores artesanales del archipié-
lago de San Andrés de acceder y explotar los caladeros 
donde tradicionalmente pescan; y la cuarta hacía refe-
rencia a la aprobación por parte de Nicaragua del Decre-
to núm. 33-2013 de 19 de agosto de 2013, que establecía 
líneas de base rectas que, según Colombia, dieron como 
resultado la ampliación de las aguas internas y las zonas 

marítimas nicaragüenses más allá de lo que permitía el 
derecho internacional.

En su providencia, la Corte comenzó recordando 
que, según el párrafo 1 del artículo 80 de su reglamen-
to, deben cumplirse dos condiciones para que pudiera 
conocer de una reconvención como esta, a saber, que la 
reconvención en cuestión debía corresponder a la juris-
dicción de la Corte y estar directamente relacionada con 
el objeto de la demanda de la otra parte. La Corte con-
cluyó que no existía una conexión directa, ni de hecho 
ni de derecho, entre las dos primeras reconvenciones 
de Colombia y las demandas principales de Nicaragua. 
Por tanto, consideró que esas dos reconvenciones eran 
inadmisibles como tales. Asimismo, la Corte estimó 
que existía una conexión de hecho y de derecho directa 
entre la tercera y la cuarta reconvención de Colombia 
y las demandas principales de Nicaragua. A este res-
pecto, la Corte señaló que los hechos subyacentes a sus 
respectivas demandas se referían al mismo período y a 
la misma zona geográfica y tenían la misma naturaleza 
en la medida en que alegaban unas formas de conducta 
similares. Por otra parte, la Corte estimó que los prin-
cipios jurídicos invocados por las partes también eran 
similares y que perseguían el mismo objetivo jurídico a 
través de sus respectivas demandas.

A continuación, la Corte concluyó que la tercera 
y la cuarta reconvención de Colombia atañían a su ju-
risdicción. Asimismo, recordó que una vez que la Corte 
hubiera determinado que tenía jurisdicción para conocer 
de una causa, tenía jurisdicción para examinar todas sus 
fases; la nulidad ulterior del título que le había conferi-
do dicha jurisdicción no podía privar a la Corte de ella. 
En esa causa, la terminación posterior a la presentación 
de la solicitud del Pacto de Bogotá entre las partes no 
había privado a la Corte de su competencia para conocer 
de las reconvenciones depositadas por Colombia sobre 
esa base jurídica. Por tanto, la Corte concluyó que la ter-
cera y la cuarta reconvenciones presentadas por Colom-
bia eran inadmisibles como tales. Asimismo, prescribió 
la presentación de una réplica por parte de Nicaragua 
y de una dúplica por parte de Colombia acerca de las 
demandas de ambas partes, y fijó la fecha límite para 
presentar dichos documentos procesales.

Como ya he mencionado, durante el período so-
bre el que se informa la Corte también dictó dos pro-
videncias que indicaban medidas provisionales, las 
cuales presentaré brevemente en orden cronológico. El 
23 de julio, la Corte dictó medidas provisionales en la 
causa relativa a la Aplicación de la Convención Inter-
nacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
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Discriminación Racial (Qatar c. Emiratos Árabes Uni-
dos). Esta causa fue presentada el 11 de junio por Qatar 
contra los Emiratos Árabes Unidos con respecto a las 
presuntas violaciones de la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación Racial, aprobada el 21 de diciembre de 1965. En 
su demanda, Qatar afirmaba que, en violación de ciertos 
derechos garantizados por la Convención, los Emiratos 
Árabes Unidos habían prohibido la entrada a su terri-
torio a todos los qataríes, y habían expulsado a los que 
ya se encontraban allí. El mismo día, Qatar había pre-
sentado una solicitud de medidas provisionales para la 
protección de sus derechos en virtud de la Convención, 
en espera de una decisión sobre el fondo de la causa.

De conformidad con su método habitual, en su 
providencia la Corte examinó en primer lugar si la 
cláusula jurisdiccional contenida en el artículo 22 de 
la Convención le confería jurisdicción prima facie para 
conocer del fondo de la causa. Estimó que las medidas 
mencionadas por Qatar eran susceptibles de pertenecer 
al ámbito ratione materiae de la Convención. La Corte 
concluyó que los elementos de los que disponía en esta 
fase del proceso eran suficientes para establecer la exis-
tencia de una controversia en cuanto a la interpretación 
o la aplicación de la Convención. Asimismo, constató 
que se habían dado las condiciones de procedimiento 
previamente aplicables, como se estipula en el artículo 
22 de la Convención. Concluyó que, prima facie, tenía 
jurisdicción en virtud de dicho artículo.

Posteriormente, la Corte examinó los derechos 
cuya protección se solicitaba, observando que las me-
didas adoptadas por los Emiratos Árabes Unidos pare-
cían centrarse únicamente en los qataríes, sin tener en 
cuenta la situación individual de las personas afectadas, 
y que podían constituir actos de discriminación racial 
con arreglo a la Convención. La Corte concluyó que al 
menos algunos de los derechos reivindicados por Qatar 
con arreglo al artículo 5 de la Convención eran plau-
sibles. Se trata, por ejemplo, del derecho a casarse y a 
elegir a un cónyuge, del derecho a la educación y de los 
derechos a la libertad de circulación y al acceso a la jus-
ticia. De igual forma, la Corte concluyó que existía un 
vínculo entre los derechos cuya protección se solicitaba 
y las medidas provisionales solicitadas por Qatar. La 
Corte también dictaminó que la naturaleza de algunos 
de estos derechos hacía que todo perjuicio contra ellos 
pudiera resultar irreparable y que, por tanto, la cuestión 
resultara urgente.

En consecuencia, la Corte concluyó que se reunían 
las condiciones en las que su Estatuto dictaba la adopción 

de medidas provisionales. Decidió que, a fin de proteger 
los derechos sustantivos que Qatar quería hacer valer, los 
Emiratos Árabes Unidos deberían velar por que, en pri-
mer lugar, se reunieran las familias compuestas por ciu-
dadanos de Qatar y de los Emiratos separadas a raíz de 
las medidas adoptadas el 5 de junio de 2017; en segundo 
lugar, los estudiantes qataríes afectados por las medidas 
adoptadas el 5 de junio de 2017 pudieran terminar sus 
estudios en los Emiratos Árabes Unidos u obtener sus 
expedientes escolares o universitarios si deseaban estu-
diar en otro país; en tercer lugar, los qataríes afectados 
por las medidas adoptadas el 5 de junio de 2017 pudieran 
tener acceso a los tribunales y a otros órganos judicia-
les de los Emiratos Árabes Unidos. Asimismo, la Corte 
instó a ambas partes a abstenerse de adoptar cualquier 
medida que pudiera agravar o ampliar la controversia, o 
hacer que fuera más difícil resolverla. Por medio de una 
providencia dictada el 25 de julio, la Corte fijó la fecha 
límite para que Qatar presentara una memoria y los Emi-
ratos Árabes Unidos una contramemoria.

El 3 de octubre, la Corte emitió una segunda provi-
dencia en la que dictaba medidas provisionales de la causa 
relativa a Presuntas violaciones del Tratado de Amistad, 
Relaciones Económicas y Derechos Consulares de 1955 
(República Islámica del Irán c. Estados Unidos de Amé-
rica). El 16 de julio, el Irán inició un proceso contra los 
Estados Unidos referente a las presuntas violaciones del 
Tratado de Amistad, Relaciones Económicas y Derechos 
Consulares suscrito en 1955. En su demanda, el Irán afir-
maba en particular que la controversia era relativa a la de-
cisión de los Estados Unidos, anunciada el 8 de mayo, de 
restablecer medidas restrictivas que afectarían directa o 
indirectamente al Irán y a los ciudadanos y las empresas 
iraníes —medidas que previamente los Estados Unidos ha-
bían decidido suspender en el marco del Plan de Acción 
Integral Conjunto, al que me referiré como plan de acción. 
Según el demandante, estas medidas constituyen una viola-
ción por parte de los Estados Unidos de ciertas obligaciones 
dimanantes del Tratado de 1955, en especial de las relativas 
al trato justo y equitativo, la prohibición de restricciones 
en materia de pagos y la libertad de comercio. El Irán pre-
tendía basar la jurisdicción de la Corte en el Artículo 36, 
párrafo 1, del Estatuto y en el artículo XXI, párrafo 2, del 
Tratado de 1955, siendo esta última disposición una cláu-
sula compromisoria por la cual las partes habían acordado 
remitir a la Corte toda controversia que surgiera entre ellas 
con respecto a la interpretación o aplicación del Tratado 
y que no pudieran solucionar de manera satisfactoria por 
la vía diplomática, a no ser que convinieran solucionarla a 
través de otros medios pacíficos.
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Asimismo, el Irán presentó el 16 de julio una de-
manda solicitando medidas provisionales. En su fallo 
sobre esa demanda, la Corte comenzó por determinar si 
las disposiciones invocadas por el demandante parecían 
constituir, prima facie, una base susceptible de funda-
mentar su competencia. En primer lugar, se aseguró de 
que existía una controversia entre las partes en relación 
con la interpretación o aplicación del Tratado de 1955. 
La Corte consideró que las pruebas de que disponía en 
esa etapa de las actuaciones bastaban para determinar 
que las medidas cuya adopción por parte de los Estados 
Unidos criticaba el Irán podían, prima facie, inscribirse 
en el ámbito de aplicación de la ratione materiae del 
Tratado de 1955.

La Corte estimó que la disposición invocada por 
los Estados Unidos, según la cual no está prohibido a las 
partes contratantes adoptar determinadas medidas des-
tinadas a proteger sus intereses vitales en el ámbito de la 
seguridad, no excluía la competencia que correspondía a 
la Corte en virtud de la cláusula compromisoria del Tra-
tado. Además, constató que la controversia no se había 
resuelto de manera satisfactoria por la vía diplomática y 
que las partes no habían acordado resolverla por otros 
medios pacíficos. La Corte concluyó que el Tratado de 
1955 le confería, prima facie, competencia para entender 
en la controversia, puesto que dicha controversia se refe-
ría a la interpretación o la aplicación del Tratado.

A continuación, la Corte examinó la cuestión de los 
derechos cuya protección se solicitaba. La Corte estimó 
que los derechos reivindicados por el Irán eran plau-
sibles, ya que se fundamentaban en una interpretación 
posible del Tratado de 1955 y en la determinación pri-
ma facie de los hechos pertinentes, y que el ejercicio de 
algunos de esos derechos podría verse perjudicado por 
las medidas adoptadas por los Estados Unidos. Parale-
lamente, la Corte consideró necesario tener en cuenta el 
hecho de que los Estados Unidos apelaban al párrafo 1 
del artículo XX del Tratado de 1955 para hacer valer 
sus intereses vitales en materia de seguridad. La Corte 
señaló que esos intereses podían tener incidencia sobre 
por lo menos algunos de los derechos garantizados al 
Irán en el Tratado de 1955, pero que, considerando to-
das las circunstancias, no tendrían la misma incidencia 
sobre otros derechos. Entre los derechos del Irán cuyo 
ejercicio podría verse amenazado estaban particular-
mente los vinculados a la importación y adquisición de 
bienes necesarios a efectos humanitarios, tales como los 
medicamentos y materiales médicos, los productos agrí-
colas y alimentarios, y los bienes y servicios necesarios 
para la seguridad de la aviación civil, como las piezas 

de repuesto, los equipos y los servicios conexos necesa-
rios para las aeronaves civiles.

Posteriormente, la Corte examinó la cuestión del 
vínculo entre los derechos reivindicados por el Irán y 
las medidas provisionales que solicitaba ese país. La 
Corte concluyó que existía un vínculo entre algunos de 
los derechos cuya protección se reclamaba y determi-
nados aspectos de las medidas provisionales solicita-
das. Además, la Corte consideró que seguía habiendo 
un riesgo de que las medidas adoptadas por los Estados 
Unidos tuvieran consecuencias irreparables y que, por 
tanto, la cuestión era urgente. De acuerdo con todas esas 
consideraciones, la Corte concluyó que se reunían las 
condiciones previstas en su Estatuto para la aplicación 
de medidas provisionales. Por consiguiente, indicó las 
medidas provisionales siguientes.

En primer lugar, los Estados Unidos, aplicando 
los medios que decidan, deben eliminar cualquier im-
pedimento que planteen las medidas anunciadas el 8 de 
mayo para la libre exportación hacia el territorio de la 
República Islámica del Irán de medicamentos y material 
médico; productos agrícolas y alimentarios; y piezas de 
repuesto, equipos y servicios conexos, en particular los 
servicios de postventa, el mantenimiento, las reparacio-
nes y las inspecciones necesarias para la seguridad de 
la aviación civil. En segundo lugar, los Estados Unidos 
deben velar por que, en lo que respecta a los bienes y 
servicios enumerados en el punto uno, se concedan los 
permisos y las autorizaciones necesarios y no se some-
tan a ninguna restricción los pagos y otras transferen-
cias de fondos. En tercer lugar, las dos partes deben abs-
tenerse de realizar cualquier acción que pueda agravar 
o ampliar la controversia sometida a consideración de la 
Corte o que haga más difícil su solución.

(continúa en inglés)

Voy a hacer ahora algunos comentarios sobre las 
nuevas causas presentadas ante la Corte. Además de 
las dos causas recién mencionadas —entre Qatar y los 
Emiratos Árabes Unidos y entre la República Islámica 
del Irán y los Estados Unidos de América, en las que la 
Corte dictó providencias indicando medidas provisiona-
les— desde el 1 de agosto de 2017 se han incoado cuatro 
conjuntos más de procedimientos contenciosos.

El 29 de marzo, la República Cooperativa de 
Guyana presentó una demanda contra la República 
Bolivariana de Venezuela en relación con la controver-
sia referente a “la validez jurídica y el efecto vinculante 
del laudo arbitral de 3 de octubre de 1899 relativo a la 
frontera entre la colonia de la Guyana Británica y los 
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Estados Unidos de Venezuela”. En su demanda, Guyana 
sostiene que el laudo de 1899 resolvía de manera plena y 
definitiva todos los asuntos relativos a la determinación 
de la línea fronteriza entre la colonia de la Guyana Bri-
tánica y Venezuela, pero que, en 1962, Venezuela había 
impugnado el laudo por primera vez y lo había califica-
do de arbitrario, nulo y sin valor.

Según Guyana, esa controversia sigue abierta. Por 
consiguiente, Guyana solicitó a la Corte que confirma-
se la validez del laudo de 1899 y ordenase a Venezuela 
respetar la frontera establecida por dicho laudo arbitral. 
Desde un primer momento, Venezuela cuestionó la com-
petencia de la Corte para entender en esa causa. Median-
te una providencia de fecha 19 de junio, la Corte decidió 
que en las alegaciones escritas en esa causa se trataría 
primero la cuestión de su competencia. La Corte fijó los 
plazos respectivos para la presentación de una memoria 
por Guyana y de una contramemoria por Venezuela.

El 4 de julio se incoaron ante la Corte dos nuevos 
conjuntos de procedimientos. En primer lugar, el Reino 
de Bahrein, la República Árabe de Egipto, el Reino de 
la Arabia Saudita y los Emiratos Árabes Unidos pre-
sentaron a la Corte una demanda conjunta para apelar 
la decisión dictada el 29 de junio por el Consejo de la 
Organización de Aviación Civil Internacional (OACI). 
Eso tuvo lugar en el contexto de los procedimientos ini-
ciados por el Estado de Qatar contra esos cuatro Estados 
el 30 de octubre de 2017, de conformidad con el artículo 
84 del Convenio de Aviación Civil Internacional, cono-
cido también como el Convenio de Chicago.

Segundo, el Reino de Bahrein, la República Árabe 
de Egipto y los Emiratos Árabes Unidos presentaron a 
la Corte otra demanda conjunta para apelar la decisión 
dictada por el Consejo de la Organización de Aviación 
Civil Internacional (OACI) en un asunto planteado por 
Qatar contra esos tres Estados el 30 de octubre de 2017, 
de conformidad con el artículo II, sección 2, del Acuer-
do relativo al tránsito de los servicios aéreos interna-
cionales. El fondo fáctico de ambas causas es el mismo. 
Según las demandas, el 5 de junio de 2017, en vista de 
que Qatar supuestamente había incumplido sus com-
promisos contraídos bajo una serie de instrumentos y 
acuerdos denominados colectivamente los Acuerdos de 
Riad, los demandantes adoptaron medidas que incluían 
restricciones de acceso a su espacio aéreo a los aviones 
registrados en Qatar.

El 30 de octubre de 2017, Qatar inició procedi-
mientos contra los demandantes ante la OACI, alegan-
do que las restricciones del espacio aéreo violaban el 

Convenio de Chicago y el Acuerdo relativo al tránsito 
de los servicios aéreos internacionales. En esos trámites 
ante la OACI, los demandantes presentaron objeciones 
preliminares, que fueron desestimadas en dos fallos del 
Consejo de la OACI, dictados el 29 de junio de 2018. 
Esos dos fallos están siendo objeto de apelación ante 
la Corte Internacional de Justicia. Las providencias de 
25 de julio de 2018 en las dos causas fijaron los plazos 
respectivos para la presentación de una memoria por los 
demandantes y una contramemoria por Qatar.

El 28 de septiembre de 2018, el Estado de Palestina 
entabló una demanda contra los Estados Unidos de Amé-
rica con respecto a una controversia relativa a supuestas 
violaciones de la Convención de Viena sobre Relaciones 
Diplomáticas, de 18 de abril de 1961. Cabe recordar que, 
el 5 de julio de 2018, Palestina presentó una declaración 
de conformidad con la resolución 9 (1946) del Consejo 
de Seguridad, en virtud de la cual aceptaba la jurisdic-
ción de la Corte para la solución de las controversias bajo 
el artículo I del Protocolo Facultativo de la Convención 
de Viena sobre Relaciones Diplomáticas sobre la Juris-
dicción Obligatoria para la Solución de Controversias, al 
cual el Estado de Palestina se adhirió el 22 de marzo de 
2018. En su demanda, el Estado de Palestina aducía que 
se desprendía de la Convención de Viena que la misión 
diplomática de un Estado remitente debía establecerse 
en el territorio del Estado receptor.

Eso completa mi resumen de las extensas acti-
vidades judiciales de la Corte durante el año pasado. 
En aras de la transparencia, ahora quisiera aprovechar 
esta oportunidad para mencionar la cuestión de las ac-
tividades extrajudiciales que los miembros de la Corte 
realizan ocasionalmente, en particular en la esfera del 
arbitraje internacional. La Corte es consciente de que, si 
bien la solución jurídica de las controversias que ofrece 
la Corte se consagra en la Carta de las Naciones Unidas, 
por diversas razones los Estados pueden estar interesa-
dos en zanjar sus divergencias por medio del arbitraje. 
En esos casos, los Estados solicitan a veces a los miem-
bros de la Corte que formen parte del tribunal arbitral 
en cuestión, tratándose de controversias interestatales 
en algunos casos, o de controversias entre los inversio-
nistas y los Estados en otros. Eso es, por supuesto, una 
prueba de la alta estima en que tiene la comunidad in-
ternacional a los magistrados de la Corte.

A lo largo de los años, la Corte ha sostenido la 
opinión de que, en ciertas circunstancias, sus miembros 
podían participar en procedimientos de arbitraje. Sin 
embargo, a la luz del constante aumento de su carga la-
boral, hace unos meses la Corte decidió examinar esa 
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práctica y establecer normas claramente definidas que 
regularan esas actividades. Como resultado de ello, el 
mes pasado los miembros de la Corte tomaron la deci-
sión de que normalmente no aceptarían participar en ar-
bitrajes internacionales. En particular, de que no acep-
tarían participar en arbitrajes entre los inversionistas y 
los Estados ni en arbitrajes comerciales.

Sin embargo, en el caso de que se lo soliciten uno o 
más Estados que preferirían recurrir al arbitraje en vez 
de a una solución jurídica, la Corte ha decidido que, a 
fin de prestar servicio a esos Estados, si las circunstan-
cias lo justifican, autorizará a sus miembros a que par-
ticipen en casos de arbitraje interestatales. Incluso en 
esos casos excepcionales, un miembro de la Corte, así 
autorizado, participará únicamente en un procedimiento 
de arbitraje a la vez. Con antelación a ello debe haberse 
otorgado una autorización para el efecto, de conformi-
dad con el mecanismo establecido por la Corte.

No obstante, los miembros de la Corte rechazarán 
su nombramiento como árbitros por un Estado que sea 
parte en una causa pendiente ante la Corte, incluso aun-
que no haya una interferencia sustancial entre esa causa 
y la causa sometida al arbitraje. Eso es esencial para que 
la imparcialidad y la independencia de los magistrados 
en el ejercicio de sus funciones judiciales estén por en-
cima de todo reproche. Por último, no puedo recalcar 
suficientemente que toda participación de los miembros 
de la Corte en esos arbitrajes interestatales está supedi-
tada a la condición estricta de que sus actividades judi-
ciales tengan una precedencia absoluta.

Antes de formular mis observaciones finales, qui-
siera plantear brevemente una cuestión que preocupa a 
la Corte con respecto al Palacio de la Paz, que alberga 
la principal sala de audiencias — el Gran Salón de Justi-
cia— y las oficinas de la Secretaría. En 2016, en una ins-
pección de las instalaciones se comprobó que el Palacio 
de la Paz estaba contaminado con amianto. En vista de 
ello, las autoridades de los Países Bajos decidieron em-
prender obras importantes para descontaminar comple-
tamente y, al mismo tiempo, renovar el edificio. La Corte 
entiende que se prevé que el Palacio de la Paz tendrá 
que cerrar y que la Secretaría de la Corte, además de la 
biblioteca y los archivos de la Corte, tendrán que ser reu-
bicados temporariamente en otras instalaciones durante 
quizás unos cuantos años. Sin embargo, la Corte sigue en 
cierta medida desinformada acerca de las modalidades y 
los plazos previstos para esa reubicación en gran escala. 
Las autoridades de los Países Bajos indicaron a la Corte 
que los planes detallados de la reubicación propuesta se 
le darían a conocer sin dilación a fin de garantizar un 

período de transición armoniosa con una interrupción 
mínima de su apretado programa de trabajo.

A pesar de esas afirmaciones, a la fecha la Cor-
te no dispone de nuevos elementos esclarecedores. Eso 
crea una atmósfera de incertidumbre, que no es favo-
rable al desempeño de sus funciones judiciales. Por lo 
tanto, esperamos recibir información amplia y adecuada 
de manera oportuna en un futuro muy cercano.

Eso me lleva a finalizar mi primer discurso ante la 
Asamblea como Presidente de la Corte Internacional de 
Justicia. La Corte ha realizado todos los esfuerzos posi-
bles para llevar a cabo la noble misión que se le ha con-
fiado de impulsar la justicia internacional y la solución 
pacífica de las controversias entre los Estados. Ha segui-
do concentrando su atención en muchos aspectos com-
plejos del derecho internacional que se ponen de mani-
fiesto debido a lo polifacético de las controversias que se 
le presentan. Esas cuestiones jurídicas espinosas con fre-
cuencia se encuentran en el meollo de las preocupaciones 
actuales de la comunidad internacional. En ese sentido, la 
Corte es plenamente consciente de que tiene la responsa-
bilidad de prestar servicio a todos los Estados Miembros 
salvaguardando, a través de sus fallos, el respeto del esta-
do de derecho en las relaciones internacionales.

Agradezco la oportunidad que se me ha brindado 
de hablar hoy ante la Asamblea, y deseo a la Asamblea 
General todo tipo de éxitos durante su septuagésimo 
tercer período de sesiones.

El Presidente Interino (habla en inglés): Doy 
las gracias al Presidente de la Corte Internacional 
de Justicia.

Sr. Špaček (Eslovaquia) (habla en inglés): En nom-
bre del Grupo de Visegrad, compuesto por la Repúbli-
ca Checa, Hungría, Polonia y mi país, Eslovaquia, doy 
las gracias al Presidente de la Corte Internacional de 
Justicia, Magistrado Abdulqawi Ahmed Yusuf, por su 
presentación del informe sobre la labor que llevó a cabo 
la Corte durante el período que abarca del 1 de agosto 
de 2017 al 31 de julio de 2018 (A/73/4). También quisiera 
felicitar al Magistrado Yusuf por haber sido elegido Pre-
sidente de la Corte en febrero de este año y reconocer 
los logros que ha obtenido la Corte bajo su presidencia.

Tengo el honor de presentar la posición común de 
los países del Grupo de Visegrad con respecto al in-
forme de la Corte. Quisiera comenzar subrayando el 
papel fundamental e irreemplazable que desempeña la 
Corte Internacional de Justicia, principal órgano judi-
cial de las Naciones Unidas, en la solución pacífica de 
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las controversias entre los Estados. El número cada vez 
mayor de Estados que someten sus divergencias a la ad-
judicación de la Corte refleja su confianza en la Corte. 
Durante el período bajo examen se han incoado en la 
Corte cinco nuevos procedimientos contenciosos y la 
Corte ha dictado tres sentencias en cuatro casos y va-
rias providencias. Son prueba tanto de la confianza que 
se deposita en la Corte como de la eficiencia de la Cor-
te en la administración de la justicia internacional. Los 
países del Grupo de Visegrad son firmes partidarios de 
la Corte y valoran la sobresaliente contribución de larga 
data de la Corte a la prevención de los conflictos y el 
fomento de las relaciones amistosas entre los Estados.

En lo que se refiere al informe de la Corte, qui-
siera mencionar dos cuestiones que son inseparables. 
La primera atañe a la ampliación de la aceptación de la 
jurisdicción de la Corte. El Estatuto de la Corte ofrece 
a los Estados varios medios de aceptación de la juris-
dicción de la Corte. En la actualidad, 73 Estados de los 
193 Estados partes en el Estatuto de la Corte aceptan 
la jurisdicción obligatoria de la Corte establecida en el 
Artículo 36, párrafo 2, del Estatuto. Los acuerdos espe-
ciales relativos a la presentación de controversias a la 
Corte ofrecen otro medio de aceptar la jurisdicción de la 
Corte. No debe subestimarse su importancia.

Por otra parte, los numerosos tratados que se es-
tán negociando actualmente, ya sea dentro o fuera de 
las Naciones Unidas, deberían incluir rutinariamente, 
como componentes indispensables, disposiciones para 
la solución pacífica de las controversias, así como cláu-
sulas sobre la jurisdicción de la Corte y la interpretación 
y aplicación del tratado en cuestión. Debe desalentarse 
a los Estados a formular reservas a esas cláusulas. La 
voluntad de los Estados de someter sus controversias a 
la Corte debe ir de la mano con su voluntad de cumplir 
de buena fe las decisiones de la Corte. Solo entonces los 
veredictos y las providencias de la Corte podrán garan-
tizar que el sistema de justicia internacional sea verda-
deramente eficaz.

La segunda cuestión que quisiera resaltar es la con-
tribución importante que aporta la Corte al fortaleci-
miento del estado de derecho a nivel internacional. Las 
17 causas que figuran en la agenda de la Corte abarcan 
distintos temas y ámbitos del derecho internacional, en-
tre ellos asuntos marítimos, territoriales y ambientales, 
derechos humanos, inmunidades del Estado, responsa-
bilidad internacional e interpretación de los tratados. La 
amplia gama de materias que tiene ante sí la Corte en la 
actualidad, junto con la variedad de las regiones donde 
se originan esas controversias, son una manifestación 

del carácter universal de la Corte y del papel imprescin-
dible que desempeña en la noble misión de las Naciones 
Unidas de mantener el orden jurídico internacional.

Los países del Grupo de Visegrad valoran inmensa-
mente los logros de la Corte en cuanto a la interpretación, 
aclaración y fortalecimiento del derecho internacional, y 
desean a la Corte el mejor de los éxitos en su labor futura.

Sr. Moncada (República Bolivariana de Venezue-
la): Es un honor para la República Bolivariana de Ve-
nezuela hacer uso de la palabra en nombre de los 120 
Estados miembros que conforman el Movimiento de los 
Países No Alineados en ocasión de la consideración de 
un tema del programa tan importante.

Agradecemos al Presidente de la Corte Interna-
cional de Justicia su presentación del informe sobre sus 
actividades a la Asamblea General (A/73/4).

El Movimiento No Alineado reafirma sus posi-
ciones de principio relativas al arreglo pacífico de las 
controversias y su rechazo al uso de la fuerza y a la 
amenaza del uso de la fuerza. La Corte Internacional de 
Justicia desempeña un papel importante en la promo-
ción del arreglo de las controversias internacionales por 
medios pacíficos de manera que no se pongan en peligro 
la paz y la seguridad internacionales ni la justicia, tal 
como lo establece la Carta de las Naciones Unidas, en 
particular en sus artículos 33 y 94, y el propio Estatuto 
de la Corte Internacional de Justicia.

Con respecto a las opiniones consultivas de la Cor-
te, y considerando que el Consejo de Seguridad no le ha 
solicitado ningún tipo de opinión consultiva desde 1970, 
el Movimiento insta al Consejo de Seguridad a hacer 
un mayor uso de la Corte, principal órgano judicial de 
las Naciones Unidas, como fuente de opiniones consul-
tivas y de interpretación de las normas pertinentes del 
derecho internacional, en particular en temas contro-
versiales. Asimismo, exhorta al Consejo de Seguridad 
a considerar la posibilidad de que la Corte examine sus 
decisiones, teniendo presente la necesidad de garantizar 
su adhesión a la Carta de las Naciones Unidas y al dere-
cho internacional. El Movimiento invita a la Asamblea 
General, a los órganos de las Naciones Unidas y a otros 
organismos especializados a solicitar la opinión consul-
tiva de la Corte en los asuntos jurídicos que surjan en el 
ámbito de sus actividades.

Los Estados miembros del Movimiento reafirman 
la importancia de la opinión consultiva unánime de la 
Corte, de fecha 8 de julio de 1996, sobre la Legalidad de 
la amenaza o el empleo de armas nucleares (A/51/218, 
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anexo). Sobre este particular, la Corte determinó que 
existe la obligación de proseguir las negociaciones de 
buena fe y llevarlas a su conclusión, con miras a lo-
grar el desarme nuclear en todos sus aspectos, bajo un 
control internacional estricto y efectivo. Por último, el 
Movimiento reitera su llamado a Israel, la Potencia ocu-
pante, a respetar plenamente la opinión consultiva de la 
Corte, de fecha 9 de julio de 2004, titulada Consecuen-
cias jurídicas de la construcción de un muro en el terri-
torio palestino ocupado (véase A/ES-10/273), y hace un 
llamado a todos los Estados a garantizar el respeto de 
las disposiciones establecidas en tal decisión, con miras 
a poner fin a la ocupación israelí, que comenzó en 1967, 
y a lograr la independencia del Estado de Palestina, con 
Jerusalén Oriental como su capital.

Sr. Fialho Rocha (Cabo Verde) (habla en inglés): 
Tengo el honor de formular esta declaración en nombre 
de los Estados miembros de la Comunidad de Países de 
Lengua Portuguesa (CPLP), a saber, Angola, el Brasil, 
Guinea-Bissau, Guinea Ecuatorial, Mozambique, Por-
tugal, Santo Tomé y Príncipe, Timor-Leste, y mi país, 
Cabo Verde. Para comenzar, permítaseme expresar 
nuestro agradecimiento al Presidente de la Corte Inter-
nacional de Justicia, Magistrado Abdulqawi Ahmed Yu-
suf, por su exhaustivo informe sobre la labor de la Corte 
durante el año judicial 2017-2018 (A/73/4).

La Corte Internacional de Justicia es el único tri-
bunal internacional de carácter universal con competen-
cia general. La Corte tiene importantes responsabilida-
des respecto de la comunidad internacional. También 
desempeña un papel fundamental respecto del arreglo 
judicial de las controversias entre Estados y del fortale-
cimiento del estado de derecho internacional. Al apor-
tar seguridad jurídica y facilitar la solución pacífica de 
las controversias entre Estados, la Corte ayudar a evitar 
que esos desacuerdos deriven en violencia. El alto por-
centaje de cumplimiento de los fallos de la Corte a lo 
largo de su historia es muy alentador ya que demuestra 
la confianza que tienen los Estados en la independencia 
e imparcialidad de la Corte.

La Corte desempeña una función crucial en el sis-
tema jurídico internacional, que se reconoce y acepta 
cada vez más. Todos los Estados Miembros de las Na-
ciones Unidas son partes en el Estatuto de la Corte, y 
73 de ellos han reconocido su jurisdicción como obli-
gatoria. Además, existen unos 300 tratados bilaterales 
y multilaterales que disponen que la Corte tiene juris-
dicción en el arreglo de las controversias cuando dicho 
arreglo surge de la aplicación o interpretación de dichos 
tratados. El gran volumen de trabajo y la amplia gama 

de temas sobre los que la Corte ha emitido una decisión 
confirman su éxito. Cabe señalar que las causas lleva-
das ante la Corte proceden de todo el mundo, se refieren 
a una gran variedad de temas y son de una gran com-
plejidad fáctica y jurídica. Eso reafirma la universali-
dad de la Corte, la ampliación del alcance de su labor 
y su creciente especialización. La Corte está haciendo 
un esfuerzo impresionante para lidiar con ese nivel de 
actividad tan exigente. Sin embargo, es importante tam-
bién que los Estados Miembros reconozcan que la Corte 
necesita contar con los recursos necesarios.

La Corte ha recordado con frecuencia que toda su 
labor está dirigida a promover el estado de derecho. Y 
así es, efectivamente. Es importante mencionar la desta-
cada contribución que la Corte Internacional de Justicia 
ha hecho al desarrollo del derecho internacional, incluso 
en lo que respecta al uso de la fuerza, la delimitación de 
las fronteras marítimas, la autodeterminación y la inmu-
nidad de los Estados y sus agentes, entre otras cosas. Los 
fallos y las opiniones consultivas de la Corte han inspi-
rado a otros órganos decisorios internacionales. Asimis-
mo, es encomiable que la Corte preste además la debida 
atención a la labor de los tribunales internacionales. Se 
debe alentar esa tendencia positiva ya que aporta mayor 
coherencia y seguridad jurídica al sistema internacional. 
Los Estados miembros de la CPLP creemos firmemente 
que los tribunales internacionales deberían cooperar con 
miras a mejorar el orden jurídico internacional a través 
del diálogo y del intercambio de ideas.

Somos conscientes de que con frecuencia existen ten-
siones entre el derecho y el poder. A veces es difícil equi-
librar la obligación de los Estados de resolver sus contro-
versias por medios pacíficos y la necesidad de contar con 
el consentimiento soberano para recurrir a dichos meca-
nismos. Sin embargo, estamos absolutamente convencidos 
de que la Corte es un pilar institucional de la sociedad in-
ternacional. Los Estados miembros de la CPLP confían en 
que la Corte continuará superando los crecientes desafíos 
que tiene que afrontar. La diversidad y la importancia de 
las causas presentadas ante la Corte ilustran la confianza 
que le atribuyen los Estados. Por nuestra parte, los Estados 
miembros de la CPLP prometen su firme apoyo a la Corte 
en el desempeño de su función fundamental respecto del 
arreglo de las controversias entre Estados, así como del 
fortalecimiento del estado de derecho internacional para 
lograr la justicia y la paz.

Sra. Mckenna (Australia) (habla en inglés): 
Tengo el honor de intervenir en nombre del grupo de 
países formado por el Canadá, Nueva Zelandia y mi 
país, Australia.
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El grupo desea dar las gracias al Presidente de la 
Corte Internacional de Justicia por su informe sobre 
la labor realizada por la Corte durante el año pasado 
(A/73/4). El grupo expresa su firme apoyo a la Corte y al 
orden internacional basado en normas. La Corte, como 
el principal órgano judicial de las Naciones Unidas, des-
empeña un papel fundamental en la tarea de facilitar el 
arreglo pacífico de las controversias entre Estados y de 
promover y mantener el estado de derecho en todo el 
mundo. El grupo señala que el volumen de trabajo de 
la Corte ha aumentado considerablemente en los últi-
mos 20 años. Las causas que llegan a la Corte proceden 
de países que abarcan una amplia zona geográfica y se 
refieren a cuestiones muy variadas. La voluntad de los 
Estados de confiarle sus controversias a la Corte refleja 
el profundo respeto que sienten por ella y subraya la 
trascendencia institucional de la Corte como mecanis-
mo destinado a que los Estados solucionen sus contro-
versias por medios pacíficos.

La importancia que el grupo formado por el Cana-
dá, Australia y Nueva Zelandia atribuye a la función de 
la Corte y a la solución pacífica de las controversias, de 
conformidad con el derecho internacional, se refleja en 
nuestra aceptación de la jurisdicción obligatoria de la 
Corte. El grupo está convencido de que la aceptación de 
la jurisdicción obligatoria de la Corte por el mayor nú-
mero posible de Estados permite a la Corte desempeñar 
su papel con la máxima eficacia al ampliar las opciones 
que tienen a su disposición los Estados para resolver sus 
controversias y al permitirle a la Corte centrar su aten-
ción más rápidamente en la esencia de las controversias. 
A este respecto, el grupo recuerda la resolución 72/119 
y exhorta a los Estados que aún no lo han hecho a que 
depositen ante el Secretario General una declaración 
de aceptación de la jurisdicción obligatoria de la Corte.

Por último, el Canadá, Australia y Nueva Zelandia 
desean aprovechar esta oportunidad para expresar su 
reconocimiento y agradecimiento a los magistrados 
Owada y Greenwood por su importante contribución a 
la Corte y al desarrollo del derecho internacional. El 
grupo felicita a los magistrados Salam e Iwasawa por su 
incorporación a la Corte, así como al Presidente Yusuf y 
a los Magistrados Abraham, Cançado Trindade y Bhan-
dari por su reelección.

El Canadá, Australia y Nueva Zelandia valoran los 
esfuerzos que realiza la Corte para administrar su exi-
gente carga de trabajo. La alentamos a que siga tratan-
do de brindar respuestas oportunas y apropiadas a las 
situaciones de urgencia y de garantizar un alto grado 
de calidad y eficiencia en su labor. El grupo espera con 

interés que la Corte siga desempeñando su mandato con 
la misma atención meticulosa e imparcial demostrada 
durante el año pasado.

Sr. Jaiteh (Gambia) (habla en inglés): Gambia tie-
ne el honor de intervenir en nombre del Grupo de los 
Estados de África. El Grupo de los Estados de África se 
adhiere a la declaración formulada por el representante 
de la República Bolivariana de Venezuela en nombre del 
Movimiento de los Países No Alineados.

Ante todo, el Grupo de los Estados de África desea 
felicitar al Magistrado Abdulqawi Ahmed Yusuf por su 
nombramiento como Presidente de la Corte Internacio-
nal de Justicia y darle las gracias por la presentación de 
su detallado informe (A/73/4). Además, hacemos exten-
siva nuestra felicitación a los magistrados recién incor-
porados a la Corte por su muy acertada elección.

El Grupo de los Estados de África sigue conside-
rando que la Corte Internacional de Justicia es el me-
canismo preeminente para la solución pacífica de con-
troversias a nivel internacional. Hay que tener presente 
que la Corte, como tribunal de justicia, que además es el 
principal órgano judicial de las Naciones Unidas, ocupa 
una posición especial. Todo lo que hace la Corte tiene 
como objetivo impulsar el estado de derecho. La Cor-
te Internacional emite fallos y opiniones consultivas de 
conformidad con su Estatuto, que es parte integral de la 
Carta de las Naciones Unidas, y por ende contribuye a 
promover y esclarecer el derecho internacional.

El Grupo de África celebra que los Estados hayan 
reafirmado su confianza en la capacidad de la Corte 
para resolver sus controversias. En particular, nos com-
place que los Estados sigan remitiendo sus controver-
sias a la Corte Internacional de Justicia. Encomiamos 
a los Estados por no seguir limitando su remisión de 
causas a materias de escasa repercusión política, sino a 
controversias sobre asuntos de gran importancia. El nú-
mero de causas actualmente pendientes en la agenda de 
la Corte es un reflejo de la estima que los Estados tienen 
por la Corte Internacional de Justicia.

A pesar de la proliferación de mecanismos judi-
ciales internacionales de arreglo de controversias de ín-
dole especializada o regional, la Corte Internacional de 
Justicia sigue atrayendo una amplia variedad de causas 
que abarcan múltiples esferas. Si bien la determinación 
de la Corte sobre la obligación de cooperar se sustenta 
principalmente en obligaciones derivadas de tratados, 
la Corte se apoya también en principios generales, en 
particular estableciendo un vínculo entre obligaciones 
de procedimiento y sustanciales.
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La corte utiliza mucho el principio de prevención, 
enunciado en algunas de sus decisiones anteriores, es-
pecialmente en la causa sobre el Canal de Corfú (Reino 
Unido c. Albania) y en la opinión consultiva sobre la 
Legalidad de la amenaza o el empleo de armas nuclea-
res (A/51/218, anexo). Por ello, el Grupo de los Estados 
de África reafirma la importancia de la opinión consul-
tiva unánime de la Corte, emitida el 8 de julio de 1996, 
sobre la Legalidad de la amenaza o el empleo de armas 
nucleares. En esa decisión, la Corte concluyó que existe 
la obligación de proseguir de buena fe y llevar a su con-
clusión las negociaciones que lleven al desarme nuclear 
en todos sus aspectos, bajo un control internacional es-
tricto y eficaz. El Grupo de África atribuye gran im-
portancia a esa materia porque África es una zona libre 
de armas nucleares.

Después de otros dos decenios, la Corte Interna-
cional de Justicia tuvo nuevamente la oportunidad de 
decidir acerca de cuestiones relativas a las armas nu-
cleares. El Grupo de los Estados de África señala que 
la Corte desestimó las tres causas presentadas por las 
Islas Marshall sobre las Obligaciones respecto de las 
negociaciones sobre la cesación de la carrera de arma-
mentos nucleares y el desarme nuclear (Islas Marshall 
c. India), (Islas Marshall c. Pakistán) e (Islas Marshall 
c. Reino Unido). No obstante, cabe tener en cuenta lo 
ajustado de la votación sobre esas tres causas.

El Grupo de los Estados de África elogia la efi-
ciencia y la profesionalidad con que la Corte trató la 
solicitud de la Asamblea General, contenida en su re-
solución 71/292, de una opinión consultiva sobre las 
Consecuencias jurídicas de la separación del archi-
piélago de Chagos de Mauricio en 1965. La resolución 
71/292 se aprobó por una mayoría abrumadora, lo que 
atestigua el gran interés que reviste para los miembros 
de las Naciones Unidas la opinión de la Corte sobre la 
materia, opinión que asistirá a las Naciones Unidas en 
su función relativa a la descolonización. El Grupo de 
África celebra la decisión de la Corte que permitió a la 
Unión Africana participar en las vistas sobre las Con-
secuencias jurídicas de la separación del archipiélago 
de Chagos de Mauricio en 1965, como se señala en el 
informe más reciente de la Corte.

Renovamos nuestra plena confianza en la Corte 
como el principal órgano jurídico de las Naciones Uni-
das y en sus muy respetados y ecuánimes magistrados. 
Nunca se resaltará lo suficiente la importancia de las 
opiniones consultivas sobre las cuestiones jurídicas re-
mitidas a la Corte Internacional de Justicia en la búsque-
da del arreglo pacífico de las controversias jurídicas. de 

conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y el 
derecho internacional.

Para concluir, quiero decir que debido a todos los 
motivos mencionados, el Grupo de los Estados de Áfri-
ca se complace en informar a la Corte de que la Asam-
blea aprobó por unanimidad la propuesta recogida en el 
documento A/73/144 sobre la inclusión de un tema en el 
programa provisional del septuagésimo tercer período 
de sesiones: “Solicitud de una opinión consultiva de la 
Corte Internacional de Justicia sobre las consecuencias 
de las obligaciones jurídicas que incumben a los Estados 
en virtud de diversas fuentes del derecho internacional 
con respecto a las inmunidades de los Jefes de Estado 
y de Gobierno y otros altos funcionarios” (véase A/73/
PV.3). El Grupo de los Estados de África espera con 
interés el momento de trabajar con la Asamblea General 
para formular a la Corte preguntas jurídicas pertinentes 
sobre este asunto.

Sr. Mikami (Japón) (habla en inglés): Ante todo, 
quiero dar las gracias al Presidente de la Corte Inter-
nacional de Justicia, Magistrado Abdulqawi Ahmed 
Yusuf, por su dedicación y liderazgo, así como por su 
profundo y exhaustivo informe sobre la labor de la Cor-
te (A/73/4). También deseo expresar mi profundo reco-
nocimiento y apoyo a la Corte por los logros alcanzados 
durante el período sobre el que se informa, así como a 
la Secretaría por el esforzado trabajo que lleva a cabo 
bajo la competente dirección del Secretario, Sr. Philippe 
Couvreur, y que facilita los logros de la Corte. Asimis-
mo, quisiera manifestar mi respeto al ex Magistrado Hi-
sashi Owada por su prolongada contribución a la Corte 
y dar la bienvenida al Magistrado Yuji Iwasawa, que se 
ha incorporado a la Corte este año.

El Japón felicita a la Corte Internacional de Justi-
cia, principal órgano judicial de las Naciones Unidas, 
por el importante papel que ha desempeñado a lo largo 
de los años con respecto al arreglo pacífico de las con-
troversias internacionales y a la promoción del estado 
de derecho. El estado de derecho y el arreglo pacífico de 
las controversias internacionales proporcionan una base 
esencial para unas relaciones internacionales estables y 
basadas en las normas, y son principios fundamentales 
de la política exterior del Japón. El Japón se convirtió en 
Estado parte del Estatuto de la Corte en 1954, dos años 
antes de ingresar en las Naciones Unidas, y acepta la 
jurisdicción obligatoria de la Corte desde 1958.

Por su parte, el Japón se esfuerza activamente por 
impulsar el estado de derecho. Recientemente tuvimos 
el honor de acoger el 57º período de sesiones anual de 
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la Organización Jurídica Consultiva Asiático-Africana 
(AALCO), celebrado en Tokio. Como país anfitrión, el 
Japón tomó la iniciativa de incluir un nuevo tema en el 
programa: “El arreglo pacífico de las controversias”. En 
las deliberaciones sobre este tema, se señaló a la aten-
ción de los miembros el hecho de que el número de con-
troversias remitidas a la Corte Internacional de Justicia 
ha aumentado gradualmente desde el final de la Guerra 
Fría. De hecho, en los 27 años transcurridos desde 1991, 
se han llevado ante la Corte 81 litigios, lo que se con-
trapone claramente con las 67 causas remitidas en los 
45 años que van de 1947 a 1991. Actualmente, 73 Esta-
dos han formulado la declaración de “cláusula faculta-
tiva” prevista en el Artículo 36, párrafo 2, del Estatuto, 
y existen unos 300 tratados bilaterales y multilaterales 
que reconocen la competencia de la Corte en las contro-
versias relativas a su interpretación o aplicación.

En lo que respecta a los países asiáticos y africanos, 
se ha señalado también que, en términos generales, los 
Estados de Asia y el Pacífico siguen siendo reticentes a 
utilizar el mecanismo de la Corte Internacional de Jus-
ticia. Por ejemplo, a fecha 1 de octubre, solo ocho Esta-
dos de Asia y el Pacífico han formulado la declaración 
de “cláusula facultativa”, lo que equivale a un 15% de los 
miembros del Grupo de los Estados de Asia y el Pacífico. 
El incremento del número de causas remitidas a la Corte 
habla por sí mismo e indica que cada vez más Estados 
respetan y apoyan la sabiduría jurídica de la Corte y el 
papel que esta desempeña en el arreglo pacífico de las 
controversias internacionales. A fin de alentar a otros Es-
tados a que hagan lo propio, el Japón espera sinceramente 
que la Corte siga emitiendo fallos y opiniones consultivas 
imparciales, que gocen de la confianza de los Estados. El 
Japón cree que esa es la única forma de asegurar a largo 
plazo una mayor credibilidad de la Corte Internacional de 
Justicia entre la comunidad internacional.

Actualmente la comunidad internacional dispone 
de numerosos medios pacíficos distintos de la Corte In-
ternacional de Justicia para resolver las controversias, 
como el Tribunal Internacional del Derecho del Mar, los 
tribunales arbitrales, los tribunales en materia de inver-
siones internacionales y el sistema de solución de con-
troversias de la Organización Mundial del Comercio. El 
Japón celebra la existencia de diversos foros para la re-
solución de controversias jurídicas y acoge con satisfac-
ción la actual tendencia de que los Estados utilicen esta 
diversidad de mecanismos, aunque sin duda la Corte In-
ternacional de Justicia ocupa un lugar central entre ellos.

En la conferencia de la AALCO, el Secretario Ge-
neral Adjunto de Asuntos Jurídicos y Asesor Jurídico de 

las Naciones Unidas, Sr. Miguel de Serpa Soares, tam-
bién indicó que las controversias entre Estados pueden 
ser “inherentes al proceso de formulación del derecho 
internacional”. En este sentido, habida cuenta de la cre-
ciente diversidad de los medios destinados a lograr solu-
ciones pacíficas, el Japón desea alentar a los tribunales 
y las cortes internacionales a que hagan lo posible por 
asegurar la coherencia de la jurisprudencia elaborada en 
esas cortes y tribunales, con miras a evitar la fragmen-
tación del derecho internacional.

Para concluir, permítaseme que reitere nuestro 
apoyo inquebrantable a la Corte. Creemos firmemente 
que seguirá haciendo una importante contribución al 
esclarecimiento del derecho internacional, y por ende al 
fortalecimiento del estado de derecho.

Sr. Mohamed (Sudán) (habla en árabe): El Sudán se 
adhiere a las declaraciones pronunciadas por los represen-
tantes de la República Bolivariana de Venezuela y de Gam-
bia en nombre del Movimiento de los Países No Alineados 
y del Grupo de los Estados de África, respectivamente.

Mi delegación toma nota del informe del Secreta-
rio General sobre la labor de la Corte Internacional de 
Justicia (A/73/4). Quisiéramos agradecer al Presidente 
de la Corte, Magistrado Abdulqawi Ahmed Yusuf, la 
presentación de dicho informe, que refleja las activida-
des y el trabajo realizado por la Corte durante el período 
sobre el que se informa. Todos los años desde 1968, la 
Asamblea General ha examinado el informe de la Corte 
Internacional de Justicia, que se integra en los esfuer-
zos encaminados a impulsar las relaciones entre los dos 
órganos principales de las Naciones Unidas: la Corte In-
ternacional de Justicia y la Asamblea General.

Es innegable que el papel que desempeña la Corte 
es importante. Ante todo, contribuye a la promoción de 
la paz. En efecto, las Naciones Unidas fueron creadas 
para preservar a las generaciones venideras del f lagelo 
de la guerra. La Carta de las Naciones Unidas establece, 
como uno de los objetivos de la Organización, que se 
deben crear condiciones bajo las cuales puedan mante-
nerse la justicia y el respeto del derecho internacional.

En ese sentido, como principal órgano judicial de 
las Naciones Unidas, la Corte Internacional de Justicia 
desempeña un papel clave. Si bien los fallos dictados 
por la Corte son vinculantes únicamente para las partes 
interesadas, la jurisprudencia de la Corte sigue teniendo 
efectos de gran alcance debido a la fuerza de los men-
sajes que envía al mundo. Al ejercer sus funciones para 
lograr el arreglo pacífico de las controversias, desem-
peña un papel importante respecto de la prevención del 
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estallido de conflictos, lo cual constituye una importan-
te contribución a los esfuerzos más amplios que desplie-
gan las Naciones Unidas al servicio de la paz.

En segundo lugar, la Corte desempeña un papel 
importante en la promoción del estado de derecho, no 
solo en cuanto a las relaciones entre los Estados, sino 
también en todo el sistema de las Naciones Unidas. La 
visión que se expone en la Carta de las Naciones Uni-
das no puede realizarse sin que reine el estado de dere-
cho, que es la base sobre la que podemos llevar a cabo 
nuestra labor, sea para la paz, la seguridad, el desarro-
llo o los derechos humanos. Los fallos dictados por la 
Corte Internacional de Justicia, junto con sus opiniones 
consultivas, son una parte esencial de la promoción del 
compromiso de la comunidad internacional respecto del 
estado de derecho.

En tercer lugar, la Corte Internacional de Justicia 
es hoy más pertinente que nunca. En el informe anual 
que tenemos ante nosotros se señala que durante el pe-
ríodo que abarca el informe se aprecia un aumento en 
el nivel de atención que prestan los Estados a la labor 
de la Corte, lo cual demuestra una vez más que la Cor-
te está contribuyendo al mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales al abordar y resolver las con-
troversias de numerosos Estados de todo el mundo. Es 
alentador ver la actual tendencia positiva de los Estados 
a aceptar la jurisdicción obligatoria de la Corte. Ade-
más, el examen anual que lleva a cabo la Asamblea Ge-
neral del informe de la Corte demuestra que los Estados 
Miembros tienen un interés constante en la labor que se 
lleva a cabo en el Palacio de la Paz en La Haya.

Mi delegación quisiera expresar su reconocimiento 
por la función que la Corte Internacional de Justicia ha 
desempeñado en la promoción del estado de derecho a 
nivel internacional. Mediante sus fallos, opiniones con-
sultivas y otras contribuciones fundamentales al siste-
ma de arreglo pacífico de controversias, la Corte, como 
principal órgano judicial de las Naciones Unidas, ha 
desempeñado sus responsabilidades que se establecen 
en la Carta. Las actividades de la Corte para resolver 
asuntos delicados requieren el apoyo político de los Es-
tados Miembros y la asignación de un presupuesto su-
ficiente que le permitan cumplir plenamente sus tareas. 
El debate de hoy sobre el informe anual es una buena 
oportunidad para que la Asamblea General reitere su 
apoyo a la función y la labor de la Corte.

Las numerosas causas que la Corte tiene ante sí 
ponen de manifiesto el creciente grado de confianza 
en la Corte Internacional de Justicia y su capacidad de 

resolver controversias con imparcialidad, independen-
cia y de una manera que sea aceptada por las partes en 
una controversia. El Sudán quisiera alentar a la Corte a 
que adopte nuevas medidas para mejorar su eficiencia y 
capacidad a fin de responder al constante aumento de su 
volumen de trabajo y sus responsabilidades, especial-
mente en lo que respecta al pronto examen de las causas 
que tiene ante sí.

Mi delegación también pide a la Asamblea General 
que exhorte a los Estados que aún no hayan reconocido 
la jurisdicción obligatoria de la Corte a que lo hagan, a 
fin de promover el estado de derecho en el plano inter-
nacional y permitir que la Corte pueda llevar a cabo su 
labor en virtud de la Carta. Además, el Sudán exhorta al 
Consejo de Seguridad, que no ha solicitado una opinión 
consultiva de la Corte Internacional de Justicia desde 
1970 —hace casi medio siglo— a que aproveche el pa-
pel de la Corte como principal órgano judicial de las Na-
ciones Unidas y como fuente de opiniones consultivas 
sobre la interpretación de los principios del derecho in-
ternacional relativos a las actividades del Consejo. Tam-
bién hacemos un llamamiento a la Asamblea General y 
a otros órganos de las Naciones Unidas y organismos 
especializados para que soliciten opiniones consultivas 
de la Corte sobre cuestiones de derecho internacional 
pertinentes a sus programas.

Encomiamos la inquebrantable imparcialidad de la 
Corte desde 1945. Cuando consideramos la historia de la 
Corte, hemos apreciado que siempre ha sido imparcial, 
lo cual proporciona tranquilidad a las partes mientras 
esperan los fallos y las providencias sobre las distintas 
causas que figuran en la lista de la Corte, especialmente 
aquellas que están bajo consideración.

Para concluir, el Sudán desea reiterar su reconoci-
miento del papel que desempeña la Corte Internacional 
de Justicia y expresar su apoyo a la Corte en el ejercicio 
de sus necesarias funciones.

Sr. Tenya (Perú): El Perú, país comprometido con 
el multilateralismo y el derecho internacional, acoge 
con beneplácito el informe presentado hoy por el Presi-
dente de la Corte Internacional de Justicia, Magistrado 
Abdulqawi Ahmed Yusuf, a la Asamblea General, que 
da cuenta de la labor realizada entre el 1 de agosto de 
2017 y el 31 de julio de 2018 (A/73/4). Asimismo, feli-
citamos al Magistrado Yusuf por su elección en febrero 
último como Presidente de la Corte.

La Corte Internacional de Justicia, el principal ór-
gano judicial de las Naciones Unidas, cumple una fun-
ción fundamental en el sistema de arreglo pacífico de 
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controversias establecido en la Carta de la Organización. 
Ello constituye una contribución esencial a la promoción 
del estado de derecho en el plano internacional. Por ello, 
reafirmamos la necesidad de que la Organización y, en 
particular, el Consejo de Seguridad —del cual formamos 
parte— promuevan el recurso a los medios de solución 
pacífica de controversias establecidos en el Capítulo VI 
de la Carta. Al respecto, al haber recurrido a la jurisdic-
ción contenciosa de la Corte, podemos dar testimonio de 
su eficacia para resolver disputas entre Estados. En efec-
to, resaltamos la solución pacífica de la controversia de 
delimitación marítima con Chile y destacamos también 
el cumplimiento, por ambos Estados, de lo resuelto por 
la Corte, en un espíritu de buena vecindad.

El Perú desea recordar que, además de su función 
contenciosa, la Corte puede también, de conformidad 
con el Artículo 96 de la Carta, emitir opiniones consul-
tivas a solicitud de la Asamblea General, el Consejo de 
Seguridad y otros órganos autorizados de las Naciones 
Unidas y organismos especializados. Ellos son los dos 
ámbitos de competencia de la Corte Internacional de 
Justicia, que mediante fallos, providencias y opiniones 
contribuyen a promover y aclarar los alcances del dere-
cho internacional, como una verdadera opción de paz.

Por todo lo anterior, el Perú nota con agrado que 
la Asamblea General haya vuelto a instar a los Estados 
que aún no lo hubieran hecho a que consideren la po-
sibilidad de reconocer la competencia de la Corte, de 
conformidad con el párrafo 2 del Artículo 36 de su Esta-
tuto, tal como lo ha hecho el Perú, junto a otros 72 Esta-
dos. Mi delegación desea igualmente reconocer la labor 
que cumplen los eminentes Magistrados que integran la 
Corte, en particular el Presidente y la Vicepresidenta.

Deseamos también dejar constancia de nuestro 
reconocimiento por la valiosa tarea que cumple la Se-
cretaría de la Corte, en especial el Secretario y el Se-
cretario Adjunto. En ese contexto, hacemos un llamado 
a que la Asamblea General continúe considerando con 
atención las necesidades de la Corte, tomando en cuenta 
su actual actividad particularmente intensa.

El sostenido nivel de actividad de la Corte Inter-
nacional de Justicia es la expresión del prestigio del que 
goza el órgano judicial más importante de las Naciones 
Unidas. Dicho prestigio, además, se refleja en la diver-
sidad de la distribución geográfica de las causas que 
conoce, lo que afirma el carácter universal de la juris-
dicción. En ese orden de ideas, y considerando lo esta-
blecido en el artículo 9 del Estatuto de la Corte, el Perú 
desea resaltar la importancia de la presencia de América 

Latina para que, en el conjunto de los magistrados, los 
principales sistemas jurídicos del mundo estén debida-
mente representados.

Por otro lado, es pertinente continuar la reflexión 
sobre las maneras de adaptar los métodos de trabajo de 
la Corte para responder a la carga procesal y a las com-
plejidades de las causas que conoce. Reiteramos nues-
tro reconocimiento al Estado anfitrión, el Reino de los 
Países Bajos, por su constante compromiso y apoyo al 
trabajo de la Corte. Destacamos la importancia de la 
cooperación entre esta y otros órganos principales de 
la Organización que tienen sede en Nueva York. A pro-
pósito de ello, mi delegación alienta a que continúe la 
buena relación existente entre la Corte Internacional de 
Justicia y el Consejo de Seguridad.

Deseo finalizar esta intervención poniendo nueva-
mente de relieve la profunda significación que atribui-
mos a la labor de la Corte Internacional de Justicia en 
la defensa de un orden internacional fundado en reglas. 
Ello es esencial para que la comunidad internacional 
puede enfrentar con eficacia los serios desafíos globa-
les y amenazas a la paz y la seguridad internacionales.

Sr. Gafoor (Singapur) (habla en inglés): Mi delega-
ción desea comenzar dando las gracias al Presidente de 
la Corte Internacional de Justicia, Excmo. Magistrado 
Abdulqawi Ahmed Yusuf, por su exhaustiva exposición 
informativa sobre las actividades de la Corte Interna-
cional de Justicia durante el año transcurrido. También 
felicitamos al Magistrado Yusuf por su elección como 
Presidente de la Corte, así como a la Magistrada Xue 
Hanqin por su elección como Vicepresidenta. También 
quisiéramos felicitar a los miembros más recientes de la 
Corte, Magistrados Nawaf Salam y Yuji Iwasawa, por 
sus respectivas elecciones.

Singapur cree firmemente que las relaciones inter-
nacionales deben regirse por el estado de derecho a fin 
de preservar la paz y la estabilidad internacionales y 
de que la Corte Internacional de Justicia desempeñe un 
papel fundamental en el sistema multilateral basado en 
normas. Durante más de 70 años, la Corte ha contribui-
do a hacer realidad y aclarar el derecho internacional en 
esferas tan diversas como el derecho del mar, la sobera-
nía territorial, el uso de la fuerza y la interpretación de 
tratados, por nombrar solo algunas. En nuestra opinión, 
el papel de la Corte es hoy más importante que nunca. 
Como mencionó nuestro Ministro de Relaciones Exte-
riores durante el debate de alto nivel de la Asamblea Ge-
neral, en los últimos años hemos constatado que se ha 
producido una crisis de confianza respecto del concepto 
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de multilateralismo y de sus instituciones (véase A/73/
PV.14). Ya sea en la esfera del comercio, de la seguri-
dad o del arreglo de controversias, han surgido dudas 
sobre la capacidad del sistema multilateral para seguir 
aportando las soluciones eficaces que necesitamos para 
superar los desafíos mundiales.

En ese contexto, para los Estados pequeños, como 
Singapur, es especialmente importante que todos los 
Estados cumplan las normas acordadas. Es por ello que 
Singapur ha sido un firme defensor de las Naciones Uni-
das, del derecho internacional y del sistema multilateral 
basado en normas. Nos alienta sobremanera la declara-
ción que figura en el informe de la Corte en el sentido 
de que todas sus actividades van encaminadas a promo-
ver y reforzar el estado de derecho, lo que constituye 
el papel fundamental y primordial de la Corte Interna-
cional de Justicia. Alentamos a la Corte a adherirse sin 
reservas a ese objetivo, para lo cual es fundamental el 
principio del arreglo pacífico de controversias, consa-
grado en los artículos 2 y 33 de la Carta de las Naciones 
Unidas. La Corte Internacional de Justicia desempeña 
un papel fundamental en ese contexto al proporcionar 
un foro objetivo y autorizado para que los Estados re-
suelvan sus controversias con arreglo a las normas y los 
principios establecidos del derecho internacional.

En cuanto a la labor de la Corte durante el período 
que abarca el informe, Singapur estuvo involucrado en 
dos causas ante la Corte, ambas presentadas en 2017. 
La primera está relacionada con la solicitud de Malasia 
de revisión del fallo de la Corte de 23 de mayo de 2008 
en la causa relativa a la Soberanía sobre Pedra Bran-
ca/Pulau Batu Puteh, Middle Rocks y South Ledge, de 
conformidad con el artículo 61 del Estatuto de la Corte 
Internacional de Justicia. La segunda causa estaba rela-
cionada con la solicitud de Malasia de que se interpre-
tara ese mismo fallo, de conformidad con el artículo 60 
del Estatuto de la Corte. El 29 de mayo de 2018, Sin-
gapur informó a la Corte de que estaba de acuerdo con 
las solicitudes de Malasia de que se suspendieran ambas 
causas. Posteriormente, la Corte dejó constancia de la 
suspensión de ambas causas, que han sido retiradas de 
la lista de causas de la Corte. Lo que es digno de men-
ción es que ambas partes —Singapur y Malasia— pasa-
ron por el proceso legal y dieron por concluido el asunto 
de manera amistosa. Singapur también desea expresar 
su agradecimiento a la Secretaría de la Corte por haber 
facilitado la administración eficiente y rápida de las dos 
causas a las que acabo de hacer referencia.

Por último, en cuanto a la cuestión de los recur-
sos y servicios en línea, acogemos con beneplácito 

los continuos esfuerzos desplegados por la Corte para 
aprovechar la tecnología y los medios de comunica-
ción social a fin de dar a conocer su labor y hacerla 
más transparente. Las actualizaciones periódicas de su 
nuevo sitio web, así como la cobertura en directo y en 
diferido de sus sesiones públicas, contribuyen a hacer 
que las actuaciones de la Corte sean más accesibles, es-
pecialmente para los numerosos Estados pequeños que 
no tienen una presencia en La Haya.

Para concluir, Singapur reafirma su firme apoyo a 
la labor de la Corte. Somos conscientes de que el volu-
men de trabajo de la Corte sigue siendo muy exigente, 
como acabamos de escuchar en la detallada exposición 
informativa del Presidente de la Corte. Sin embargo, 
confiamos en que bajo la capaz dirección del Presidente 
Yusuf y de la Vicepresidenta Xue Hanqin, la Corte se-
guirá desempeñando sus funciones de manera eficiente 
y con gran distinción.

Sra. Orosan (Rumania) (habla en inglés): Para co-
menzar mi breve declaración, permítaseme transmitir 
el agradecimiento de la delegación de Rumania por la 
valiosa y detallada información que figura en el infor-
me de este año de la Corte Internacional de Justicia, 
en particular en lo que respecta a la actividad judicial 
realizada por la Corte durante el período que abarca el 
informe (A/73/4). En el informe se destaca el alto nivel 
de intensidad de la labor del principal órgano judicial 
de las Naciones Unidas. Se concluyeron varias causas, 
lo que aportó importantes aclaraciones sobre cuestiones 
complejas de derecho internacional, para beneficio de 
los profesionales del derecho de todo el mundo. En la 
actual lista de causas de la Corte sigue figurando un 
número considerable de causas que afectan a países de 
diversas regiones del mundo y que guardan relación con 
cuestiones de gran interés, no solo para las partes inte-
resadas, sino también para la comunidad internacional 
en su conjunto.

Somos plenamente conscientes de que el aumento 
del volumen de trabajo impone cargas adicionales a la 
Corte y hace aún más inflexible la necesidad de garan-
tizar que la Corte cuente con recursos suficientes para 
cumplir sus tareas. No obstante, la mayor disposición 
de los Estados a recurrir a la Corte es una tendencia que 
debe acogerse con beneplácito. No podemos dejar de se-
ñalar que muchas de las causas presentadas a la Corte 
se refieren a cuestiones complejas y delicadas desde el 
punto de vista político, lo que constituye una prueba de 
la confianza que los Estados siguen depositando en la 
Corte, como el principal medio para resolver las contro-
versias internacionales por medios pacíficos cuando los 
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esfuerzos por llegar a acuerdos mediante el diálogo y las 
negociaciones no logran solucionar las controversias de 
una manera satisfactoria.

La Corte no puede actuar por iniciativa propia ni ha-
cerlo sin el consentimiento de todos los Estados partes en 
una controversia que se someta a ella. Por lo tanto, son los 
Estados los que, mediante su consentimiento, facultan a 
la Corte para actuar y le dan la oportunidad de contribuir 
a la paz mundial solucionando controversias mediante la 
aplicación de la ley. Es también con su conducta que los 
Estados, a través de la implementación de las decisiones 
de la Corte, se atienen a la lógica de la Carta de las Nacio-
nes Unidas y actúan en el marco de las propias Naciones 
Unidas. Esto da sentido al sistema —un orden jurídico in-
ternacional sólido— que los Estados han establecido para 
salvaguardar la paz y la seguridad en todo el mundo.

Rumania se puede citar a sí misma como un ejem-
plo de cómo su enfoque respecto de la Corte Interna-
cional de Justicia ha cambiado con el tiempo. De ser un 
Estado que reconocía la jurisdicción obligatoria de la 
predecesora de la Corte, a saber, la Corte Permanente de 
Justicia Internacional, durante el comunismo Rumania 
se convirtió en un Estado que se oponía firmemente a la 
jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia, para 
regresar a su posición inicial más de 50 años más tarde 
al depositar una declaración de aceptación de la juris-
dicción obligatoria de ese órgano en 2015.

Rumania exhorta a los Estados a aceptar la juris-
dicción obligatoria de la Corte Internacional de Justicia 
para dirimir controversias de derecho internacional y 
hace notar que existen diversas maneras de hacer efec-
tiva esa aceptación, ya sea de forma ad hoc, respecto 
de un tratado en particular, o de forma permanente. In-
dependientemente de la vía, debemos empoderar a la 
Corte para que actúe de manera irreversible.

En la ceremonia de conmemoración del septuagési-
mo aniversario de la Corte Internacional de Justicia, el ex 
Secretario General Ban Ki-moon señaló que si se elige el 
camino de la paz y los Estados confían a los magistrados 
la solución de las diferencias entre ellos, se fomenta la es-
tabilidad y se beneficia a toda la comunidad internacional. 
Deseo hacerme eco de esas palabras y subrayar que a todos 
nos beneficia que los Estados opten por resolver sus con-
troversias dentro de la jurisdicción de la Corte Internacio-
nal de Justicia cuando otras vías de solución pacífica no 
hayan tenido éxito. La Corte no existe solo para adornar 
nuestro espacio vital, sino para acondicionar ese espacio 
para darle un lugar a la armonía y preservarla mediante la 
aplicación del derecho internacional.

En un mundo caracterizado por los graves proble-
mas que enfrentan la paz y la seguridad, la Corte Inter-
nacional de Justicia, como pilar fundamental de la paz 
y las relaciones de buena vecindad en todo el mundo, 
desempeña un papel fundamental en la promoción del 
orden jurídico internacional. Rumania reitera su apoyo 
al principal órgano judicial de las Naciones Unidas y 
reafirma su confianza en la imparcialidad, la eficacia y 
la profesionalidad de la Corte.

Sr. Nfati (Libia) (habla en árabe): Para comenzar, de-
seo dar las gracias al Presidente de la Corte Internacional 
de Justicia, Excmo. Magistrado Abdulqawi Ahmed Yusuf, 
por su valiosa exposición informativa. Lo felicito por su 
elección como Presidente de la Corte y les deseo a él y a los 
demás miembros de la Corte el mayor de los éxitos.

Mi delegación hace suyas las declaraciones formu-
ladas por los representantes de la República Bolivariana 
de Venezuela y Gambia en nombre del Movimiento de 
los Países No Alineados y del Grupo de Estados de 
África, respectivamente.

La comunidad internacional siempre ha sentido la 
necesidad de contar con un poder judicial internacional 
permanente para el arreglo de las controversias interna-
cionales. Esa aspiración se hizo realidad cuando, tras la 
creación de las Naciones Unidas, se estableció la Corte 
Internacional de Justicia como uno de los principales ór-
ganos de la nueva Organización. La Corte tiene una do-
ble función: en primer lugar, solucionar las controversias 
que le son sometidas y, en segundo lugar, emitir opinio-
nes consultivas, pero lo que nos preguntamos hoy es si 
está desempeñando la función que le fue encomendada.

Vemos que el 80% de las causas presentadas ante 
la Corte se refiere a controversias entre Estados, mien-
tras que el 20% tiene que ver con solicitudes de opinio-
nes consultivas. Por lo tanto, la existencia de un tribunal 
internacional, aunque no tenga autoridad plena y defi-
nitiva, ha dado lugar a situaciones en las que, gracias a 
la labor de la Corte, se ha evitado el uso de la fuerza o 
la guerra. Sin embargo, la injerencia de algunos Estados 
en el Estatuto de la Corte, junto con el no reconocimien-
to de su jurisdicción obligatoria, en muchos casos ha 
debilitado la función de la Corte y ha impedido la apli-
cación de sus sentencias, a pesar de que ese órgano se ha 
resistido a mostrar favoritismo o a dar un trato favorable 
a unos a expensas de otros, lo que no siempre ocurre en 
algunos órganos judiciales nacionales.

En diciembre de 2003, la Asamblea General pidió a 
la Corte Internacional de Justicia que emitiera una opi-
nión consultiva sobre la legitimidad de la construcción 
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por la autoridad de ocupación israelí de un muro de sepa-
ración en los territorios palestinos ocupados. El 9 de julio 
de 2004, la Corte emitió una opinión sobre la ilegitimi-
dad del muro, por considerarlo una violación del derecho 
internacional. La Corte exigió que se detuviera la cons-
trucción del muro y que se indemnizara a los palestinos 
afectados. La Corte solicitó a la Asamblea General y al 
Consejo de Seguridad que decidieran qué medidas adi-
cionales era necesario tomar para poner fin a la situación 
de ilegalidad derivada de la construcción del muro.

La petición de la Corte al Consejo de Seguridad de 
que adoptara las medidas necesarias se hizo de confor-
midad con la Carta de las Naciones Unidas, en la que se 
afirma que

“Cada Miembro de las Naciones Unidas se compro-
mete a cumplir la decisión de la Corte Internacional 
de Justicia en todo litigio en que sea parte”.

En el mismo Artículo también se establece que

“Si una de las partes en un litigio dejare de 
cumplir las obligaciones que le imponga un fallo 
de la Corte, la otra parte podrá recurrir al Consejo 
de Seguridad, el cual podrá, si lo cree necesario, 
hacer recomendaciones o dictar medidas con el ob-
jeto de que se lleve a efecto la ejecución del fallo”.

No obstante, hasta la fecha el Consejo de Seguri-
dad no ha adoptado ninguna medida que pueda haber 
contribuido de manera honesta y objetiva al logro de la 
justicia y la equidad en este caso. La comunidad inter-
nacional debe respetar la voluntad de la Corte y aplicar 
sus fallos de conformidad con sus obligaciones y de-
beres jurídicos estipulados en el derecho internacional. 
Mi país ha sido litigante en la Corte Internacional de 
Justicia en muchas ocasiones, y el Estado de Libia ha 
acatado todos los fallos de la Corte, incluso cuando no 
necesariamente convenían a nuestros intereses, porque 
Libia respeta el derecho internacional y los fallos de la 
Corte Internacional de Justicia, y porque celebramos el 
papel del derecho internacional al servicio de la justicia.

Para concluir, hacemos un llamamiento a que nos 
unamos para dar a las decisiones y los fallos de la Cor-
te Internacional de Justicia el apoyo que necesitan, así 
como para adoptar mecanismos prácticos que garanti-
cen la aplicación de esas decisiones y esos fallos.

Sr. Rietjens (Bélgica) (habla en francés): Para co-
menzar, mi delegación desea expresar su agradecimien-
to al Presidente de la Corte Internacional de Justicia, el 
Magistrado Abdulqawi Ahmed Yusuf, por haber presen-
tado el informe anual de la Corte (A/73/4). En nombre 

del Reino de Bélgica, quisiera encomiar la labor de los 
magistrados en su conjunto, en particular el Presidente 
Yusuf y la Vicepresidenta, Sra. Xue Hanqin. Como re-
presentante de Bélgica, quisiera aprovechar la ocasión 
para rendir homenaje al Secretario, nuestro compatrio-
ta, Sr. Philippe Couvreur, quien, junto con su eficiente 
equipo, ha desempeñado sus funciones de manera ejem-
plar y muy apreciada durante muchos años. Por último, 
quisiera felicitar a los Magistrados Nawaf Salam y Yuji 
Iwasawa por su reciente elección a la Corte.

Bélgica siempre ha concedido gran importancia a la 
Corte Internacional de Justicia, el principal órgano judi-
cial de las Naciones Unidas, que desempeña una función 
crucial en la solución pacífica de controversias, contribu-
yendo así a la prevención de los conflictos y la consecu-
ción de los objetivos de las Naciones Unidas.

A este respecto, quisiera destacar que en 2018 se 
cumple el sexagésimo aniversario de la aceptación por 
Bélgica de la jurisdicción obligatoria de la Corte. En esta 
ocasión, deseamos alentar a todos los Estados que aún no 
lo hayan hecho a que acepten la jurisdicción obligatoria 
de la Corte. Al mismo tiempo, hacemos un llamamiento a 
todos los Estados interesados a que sigan aceptando esta 
jurisdicción, en el contexto de los tratados bilaterales o 
multilaterales específicos en los que son parte y que han 
designado a la Corte como el principal instrumento para 
resolver las controversias derivadas de estos tratados.

Al leer el informe que el Presidente Yusuf ha presen-
tado esta mañana, Bélgica no puede sino reconocer que la 
carga de trabajo de la Corte está aumentando constante-
mente. De hecho, en la actualidad, hay no menos de 17 cau-
sas pendientes. Esta intensa actividad refleja la confianza 
que los Estados han depositado en la Corte y su interés en 
encontrar una solución jurídica y pacífica a sus controver-
sias. La diversidad geográfica de los Estados interesados en 
las causas presentadas a la Corte, así como la gama de ám-
bitos en que se ve obligado a pronunciarse, son testimonio 
de la función fundamental que desempeña la Corte y del 
carácter universal de su competencia. A través de sus fallos 
y sus opiniones consultivas, cuyo número ha aumentado de 
manera notable a lo largo de los años, la Corte contribuye 
de manera considerable a la aplicación, la interpretación y 
la precisión del derecho internacional. Habida cuenta del 
amplio alcance de su jurisprudencia y su contribución a la 
determinación y el desarrollo del derecho internacional, 
alentamos a los Estados y las organizaciones internacio-
nales a que en el futuro sigan incluyendo en los tratados 
multilaterales disposiciones en que se reconozca la com-
petencia de la Corte sobre las controversias relativas a la 
aplicación o la interpretación de dichos tratados.
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La representación en la Corte de los distintos siste-
mas jurídicos, idiomas y culturas, contribuye, sin duda, 
a la eficiencia y la calidad de sus decisiones. No obstan-
te, tenemos la profunda convicción de que la Corte no 
podrá ser verdaderamente eficaz si no se respetan sus 
fallos, sus opiniones y sus órdenes.

Sr. Alday González (México): El mundo enfren-
ta hoy enormes retos que ponen a prueba el estado de 
derecho y erosionan el multilateralismo, tales como el 
cambio climático, los conflictos armados, el terrorismo 
y las violaciones de los derechos humanos. Ante esta 
realidad, la fuerza de las instituciones globales y del 
derecho internacional resulta fundamental. Es con esta 
visión que México participa en este debate.

La labor de la Corte Internacional de Justicia no 
puede ser vista como un tema más en el programa de la 
Asamblea General. Esta debe estar en el centro de nuestra 
atención, de manera que la solución pacífica de controver-
sias, a través de la labor del principal órgano judicial de 
las Naciones Unidas, sea valorada en su justa dimensión.

El informe que nos ha presentado el Presidente Yu-
suf (A/73/4) demuestra la solidez de la Corte y destaca su 
relevancia para el mantenimiento de la paz y la seguridad 
internacionales. Resulta muy importante para ello recordar 
que tan solo en el último decenio, se han presentado más 
de 20 nuevas causas contenciosas ante la Corte, provenien-
tes de Estados de todas las regiones del mundo, y que se ha 
recurrido también a su función consultiva. Igualmente, la 
gran variedad de temas que se someten a su consideración, 
que van desde las disputas territoriales, ya sea en tierra o 
mar, hasta las inmunidades de funcionarios de Estado, así 
como la diversidad de fuentes de derecho invocadas y ana-
lizadas, demuestran por qué la Corte es, en efecto, la más 
alta autoridad judicial a nivel internacional.

Sin embargo, a mi delegación le preocupa que actual-
mente, solo 73 Estados Miembros de las Naciones Unidas, 
es decir, menos de la mitad de los Estados Miembros de la 
Organización, han aceptado la jurisdicción obligatoria de 
la Corte, y que algunos inclusive buscan mecanismos para 
evitar ser susceptibles de su jurisdicción. Ante este esce-
nario, México reitera que la falta de rendición de cuentas 
siempre será un factor que vulnere el estado de derecho. 
Además, esto genera el riesgo de que el surgimiento de 
nuevas disputas derive en conflictos con una dimensión de 
carácter internacional.

También reconocemos que la adjudicación, por sí 
sola, no basta para restaurar el estado de derecho cuan-
do este ha sido vulnerado, sino que es precondición para 
la ejecución de las medidas que restauren el orden y la 

legalidad. Al final de cuentas, la efectividad de la Corte 
depende del cumplimiento de sus fallos. Los casos de 
incumplimiento, aun cuando siguen siendo una notable 
minoría, debilitan considerablemente su función.

Este es un tema particularmente sensible para mi 
país. Por primera vez en su historia, en 2003, México recu-
rrió a la Corte Internacional de Justicia en el llamado caso 
Avena para resolver de buena fe una disputa surgida de la 
violación al Artículo 36 de la Convención de Viena sobre 
Relaciones Consulares, respecto de 51 casos de naciona-
les mexicanos condenados a pena de muerte en diversas 
cortes de los Estados Unidos. Con una sentencia favorable 
emitida en 2004, a casi 15 años de ser pronunciada, sigue 
aún pendiente el cumplimento de este fallo. Además, a lo 
largo de estos años, seis mexicanos, todos ellos sujetos de 
protección de la sentencia de la Corte, han sido ejecutados. 
Con cada una de esas ejecuciones constituye una violación 
adicional del derecho internacional. Apelamos respetuo-
samente a que este no sea el caso respecto del Sr. Rober-
to Ramos Moreno, quien también se encuentra amparado 
por el fallo de la causa Avena y otros nacionales mexicanos 
(México c. Estados Unidos de América), y cuya ejecución 
está programada para el próximo 14 de noviembre.

Deseo reiterar el mensaje con el que inicié esta in-
tervención: los riesgos actuales del estado de derecho 
nos exigen que le demos a la Corte Internacional de Jus-
ticia el lugar que la propia Carta de las Naciones Unidas 
le otorga en un tema crucial como lo es la solución de 
controversias, especialmente cuando estas puedan deri-
var en conflictos que pongan en riesgo o quebranten la 
paz y la seguridad internacionales. 

En todo caso, lo importante será recordar que la 
mejor opción siempre será recurrir a un tribunal de de-
recho para dirimir una disputa; que las sentencias de la 
Corte seguirán marcando la pauta de un orden global 
basado en la legalidad y en la justicia, y que la inobser-
vancia de la ley jamás legitima el incumplimiento por 
parte de los Estados de sus obligaciones internacionales.

Sra. Rodríguez Abascal (Cuba): Cuba se asocia a 
1a declaración formulada por la República Bolivariana 
de Venezuela en nombre del Movimiento de los Países 
No Alineados.

La República de Cuba agradece 1a presentación 
del informe de 1a Corte Internacional de Justicia que 
abarca el período de 1 de agosto de 2017 a 31 de julio de 
2018 (A/73/4). Reiteramos nuestro compromiso respecto 
de 1a estricta aplicación del derecho internacional.

Mi delegación reconoce la labor de la Corte desde su 
surgimiento. Sus decisiones y opiniones consultivas han 
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sido de especial trascendencia, no solo para los casos so-
metidos a su consideración, sino también para el desarrollo 
del derecho internacional público, del que la Corte consti-
tuye una importante fuente. La República de Cuba ponde-
ra el arreglo pacífico de controversias, de acuerdo con el 
párrafo 1 del Artículo 33 de la Carta de las Naciones Uni-
das, y ha declarado el sometimiento, previo consentimien-
to, a la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia.

Cuba lamenta la existencia de fallos de la Corte 
sin ejecución, en franca violación del Artículo 94 de la 
Carta de Naciones Unidas, mediante el cual se establece 
que cada Miembro de las Naciones Unidas se compro-
mete a cumplir la decisión de la Corte Internacional de 
Justicia en todo litigio en el que sea parte. Al respec-
to, la República de Cuba observa con preocupación que 
pueden ser sometidas a críticas, no sin razón, la efec-
tividad y la capacidad de ejecutar las sentencias que 
tiene la Corte, cuando algunos países desconocen aún 
sentencias que le son desfavorables. Lamentablemente, 
la negativa por parte de esos países de cumplir con las 
sentencias dictadas y su obstaculización de los meca-
nismos con que cuentan las Naciones Unidas para hacer 
efectivas las sentencias, valiéndose del privilegio del 
derecho al veto en el Consejo de Seguridad, demuestran 
la imperfección de los mecanismos de 1a Corte para 
ejecutar sus decisiones. Tal situación evidencia la nece-
sidad de reformar el sistema de las Naciones Unidas a 
fin de otorgarles mayores garantías a los países en vías 
de desarrollo frente a las naciones poderosas, lo que se 
extiende también a la Corte Internacional de Justicia.

Cuba concede especial importancia a las opiniones 
consultivas de la Corte Internacional de Justicia, dentro 
de las cuales destaca la de 9 de julio de 2004, titulada 
Consecuencias jurídicas de la construcción de un muro en 
el territorio palestino ocupado (véase A/ES-10/273), la 
cual mantiene plena vigencia en las circunstancias actua-
les. Por tal motivo, y como ya se ha expresado en este Sa-
lón, Cuba insta a que se respete plenamente dicha opinión 
consultiva, y hace un llamamiento a todos 1os Estados a 
respetar y garantizar las disposiciones de la Corte en ese 
importante asunto.

La República de Cuba desea agradecer a 1a Corte 
las publicaciones puestas a disposición de los Gobier-
nos partes y 1os recursos en línea, que constituyen un 
valioso material para la discusión y el estudio del dere-
cho internacional público, fundamentalmente para los 
países en desarrollo, algunos de los cuales nos vemos en 
muchas ocasiones privados de la información relaciona-
da con los avances del derecho internacional. En e1 caso 
de Cuba, eso se debe a la política de bloqueo obsoleta 

y absurda impuesta por los Estados Unidos y rechazada 
de manera abrumadora por la comunidad internacional.

Reiteramos una vez más que la República de Cuba 
ha sido un país con vocación pacifista y respetuosa del 
derecho internacional, y siempre ha cumplido fielmente 
sus obligaciones internacionales derivadas de los trata-
dos en los cuales es parte, y desea aprovechar esta opor-
tunidad para reiterar su compromiso con la paz.

Sr. Xu Hong (China) (habla en chino): Para co-
menzar, en nombre de la delegación de China, permíta-
seme felicitar al Presidente Yusuf y a la Vicepresidenta 
Xue Hanqin por su elección para presidir la Corte In-
ternacional de Justicia. Damos las gracias al Presidente 
Yusuf por su informe sobre la labor de la Corte (A/73/4), 
así como a todos los Magistrados de la Corte y a su per-
sonal, por su ardua labor durante el año pasado.

Establecida por la Carta de las Naciones Unidas, la 
Corte Internacional de Justicia es el principal órgano judi-
cial de las Naciones Unidas. También es la institución judi-
cial internacional con mayor autoridad y de mayor influen-
cia en el mundo actual. Desde su creación, hace más de 
70 años, la Corte ha cumplido funciones judiciales, de con-
formidad con la Carta de las Naciones Unidas y el Estatuto 
de la Corte, dictando más de 120 fallos y cerca de 30 opi-
niones consultivas. Esas actividades judiciales han desem-
peñado un papel importante en la interpretación, aplicación 
y formulación de las normas del derecho internacional; el 
arreglo pacífico de las controversias internacionales y el 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales.

El volumen de trabajo de la Corte ha aumentado en 
los últimos años. En el año pasado en particular ha au-
mentado el número de causas contenciosas y solicitudes 
de opiniones consultivas de la Corte, lo cual demuestra 
el papel cada vez mayor que la Corte desempeña en el 
arreglo pacífico de las controversias internacionales y 
la mayor confianza de la comunidad internacional y las 
mayores expectativas que tiene de la Corte. Las causas 
contenciosas y las solicitudes de opiniones que la Corte 
tiene actualmente ante sí se refieren a cuestiones impor-
tantes de derecho internacional, como la soberanía terri-
torial, la descolonización, la inmunidad, la protección de 
los derechos humanos y las sanciones unilaterales, entre 
otras cosas, muchas de las cuales implican el principio del 
consentimiento del Estado, invocado por autoridades ju-
diciales internacionales para solucionar las controversias 
entre Estados. La forma en que la Corte trata esas causas 
incidirá directamente en los intereses de los Estados afec-
tados o en las importantes funciones de los organismos de 
las Naciones Unidas y puede tener consecuencias de gran 
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alcance para la elaboración de las normas pertinentes del 
derecho internacional. Por consiguiente, la Corte debe 
actuar de estricta conformidad con la ley y preservar su 
autoridad y reputación a través de su actuación.

La Corte debe contar con los recursos suficientes 
para poder garantizar que pueda desempeñar sus fun-
ciones judiciales de manera eficaz. En particular, dado 
su volumen de trabajo cada vez mayor, resulta especial-
mente necesario que la Corte cuente con los recursos 
acordes con sus necesidades reales. Como miembro 
permanente del Consejo de Seguridad, China seguirá 
apoyando a la Corte para que obtenga las garantías y el 
apoyo necesarios en el marco de las Naciones Unidas.

China es una firme defensora del arreglo pacífico de 
controversias internacionales como principio importante 
del derecho internacional. Siempre ha tenido el empeño 
de solucionar las controversias internacionales mediante 
negociaciones y consultas, y rechaza categóricamente el 
recurso frecuente a la adopción de medidas internaciona-
les que agraven las diferencias y amplíen la dimensión de 
las controversias. En la actualidad, las relaciones interna-
cionales se ven gravemente amenazadas por el unilatera-
lismo. China trabajará incansablemente con la comunidad 
internacional para salvaguardar el sistema internacional, 
con las Naciones Unidas como elemento central, y de-
fender el derecho internacional basado en la Carta de las 
Naciones Unidas. Por supuesto, ello conlleva el apoyo a 
la Corte en el desempeño de sus funciones judiciales, de 
conformidad con la ley. Abrigamos la sincera esperanza 
de que la Corte Internacional de Justicia realice mayores 
contribuciones con miras a defender los propósitos y prin-
cipios de la Carta de las Naciones Unidas y promover el 
estado de derecho en el plano internacional.

Sr. Hitti (Líbano) (habla en francés): Para comen-
zar, permítaseme dar las gracias al Presidente de la 
Corte Internacional de Justicia, Sr. Abdulqawi Ahmed 
Yusuf, por la presentación del informe sobre las acti-
vidades de la Corte (A/73/4). También quisiera aprove-
char esta oportunidad para felicitarlo por haber asumido 
este año la Presidencia de la Corte, y para felicitar a la 
Sra. Xue Hanqin por haber asumido la Vicepresidencia.

La Corte Internacional de Justicia sigue siendo un 
componente esencial de un orden internacional basado 
en el multilateralismo y un vínculo fundamental en la 
promoción de las relaciones amistosas entre los Esta-
dos. Cabe recordar aquí que, en virtud del Artículo 33 
de la Carta de las Naciones Unidas, el arreglo judicial 
es uno de los medios pacíficos de que disponen los Es-
tados para resolver sus controversias. La Corte también 

constituye un elemento importante para la salvaguar-
dia y el desarrollo del derecho internacional, a través de 
su función tanto judicial como consultiva. La Corte da 
vida a las normas jurídicas al poner de manifiesto que 
no cabe reducirlas a meros conceptos abstractos.

Una de las razones por las que la Corte salvaguar-
da y desarrolla el derecho internacional es su carácter 
bilingüe. El francés y el inglés, los dos idiomas oficia-
les de la Corte, reflejan una tradición, una cultura y un 
sistema jurídicos. Por lo tanto, su uso equilibrado reper-
cute en la jurisprudencia de la Corte. El profesor Alain 
Pellet también decía que el bilingüismo es “una garantía 
de una mejor justicia que es más auténticamente inter-
nacional y, por ende, con toda probabilidad más sus-
ceptible de ser aceptada por todas las partes litigantes 
individuales que son los Estados soberanos”.

La diversidad geográfica de los Estados que recurren 
a la Corte demuestra su preeminencia y refuerza aún más 
su carácter universal. Además, la amplia gama de esferas 
que abarca la labor de la Corte, desde las controversias te-
rritoriales y marítimas hasta los derechos humanos, pasan-
do por la interpretación y la aplicación de los convenios y 
tratados internacionales, contribuye a enriquecer la juris-
prudencia de la Corte Internacional de Justicia y a aclarar 
aspectos del derecho internacional. Un ejemplo reciente es 
el reconocimiento sin precedentes de que gozó la Corte al 
emitir su fallo sobre la causa Ciertas actividades llevadas 
a cabo por Nicaragua en la zona fronteriza (Costa Rica c. 
Nicaragua), de 2 de febrero de 2018, del derecho a indem-
nización por daños ambientales.

Además, a mi delegación le complace observar que, 
a pesar de que el volumen de trabajo de la Corte no cesa 
de aumentar, ello no le impide emitir los fallos en un pla-
zo razonable. En efecto, en el informe se menciona que 
el tiempo transcurrido entre el cierre de la fase oral y el 
momento en que la Corte dicta un fallo o una opinión con-
sultiva no es superior a seis meses, por término medio. Mi 
delegación expresa su agradecimiento a los magistrados, 
así como al Secretario y a todos los miembros de la Corte, 
por la eficiencia de su labor.

Como uno de los países fundadores de las Nacio-
nes Unidas, el Líbano sigue firmemente comprometido 
con la justicia internacional y la promoción del estado 
de derecho. Por lo tanto, su apoyo al principal órgano 
judicial de las Naciones Unidas es solo la manifestación 
obvia e irreductible de ese compromiso.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.
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